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RESUMEN

La capacidad jurídica de los contratantes con discapacidad ha sido 
reconocida por el Código civil tras la reforma operada por la Ley 8/2021, de 
2 de junio, por la que se reforma la legislación civil y procesal para el apoyo 
a las personas con discapacidad en el ejercicio de su capacidad jurídica. 
Así, el nuevo régimen de anulabilidad de los contratos celebrados por perso-
nas con discapacidad prevé la posibilidad de solicitar la ineficacia del acto 
o negocio jurídico celebrado sin las medidas de apoyo previstas para dicho 
contratante. La reforma también legitima a los prestadores de apoyo para 
interponer la acción de anulabilidad de dichos contratos, pero condiciona el 
éxito de esta acción a la obtención de una ventaja injusta en el otro contra-
tante. Concretamente, en este trabajo nos ocuparemos de analizar, precisa-
mente, la figura de la ventaja injusta como instrumento de protección del 
contratante débil y su particular introducción en el Código en el contexto de 
la contratación con personas con discapacidad.
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Contracting by individuals with disabilities 
and unfair advantage: a remedy worthy 

of generalization?

ABSTRACT

The legal capacity of contracting parties with disabilities has been recognized 
by the Civil Code after the legislative reform carried out by Law 8/2021, of 
June 2, which amends civil and procedural legislation to support people with dis-
abilities in the exercise of their legal capacity. Thus, the new regime of nullity of 
contracts entered into by persons with disabilities provides for the possibility of 
requesting the ineffectiveness of the legal act or transaction concluded without 
the support measures provided for such contracting party. The legal reform also 
legitimizes support providers to bring an action for nullity of such contracts, but 
it conditions the success of this action on the obtaining of an unfair advantage 
over the other contracting party. Specifically, in this work, we will focus on ana-
lyzing, precisely, the concept of unfair advantage as an instrument for protecting 
the weaker party in the contract and its particular introduction in the Code in the 
context of contracting with disabled individuals.
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I. INTRODUCCIÓN: EL CAMBIO DE PARADIGMA

La reforma civil (y procesal) en materia de discapacidad 
(Ley 8/2021, de 2 de junio, por la que se reforma la legislación 
civil y procesal para el apoyo a las personas con discapacidad en el 
ejercicio de su capacidad jurídica, en adelante LRAPD) evidenció 
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el cambio de paradigma con relación a la incapacitación y a la 
modificación de la capacidad presentes en el articulado del Código 
civil (CC) hasta junio de 2021. Así, la modificación centró su aten-
ción en lo recogido por el artículo 12.2 de la Convención sobre los 
Derechos de las Personas con Discapacidad hecha en Nueva York 
el 13 de diciembre de 2006 (en adelante, CDPDNY) que estableció 
la obligatoriedad del reconocimiento de la capacidad jurídica de 
las personas con discapacidad en igualdad de condiciones con las 
demás en todos los aspectos de la vida 1. Para hacer efectiva dicha 
obligatoriedad, el tratado internacional previó que los Estados 
adoptaran las medidas pertinentes para proporcionar acceso a las 
personas con discapacidad al apoyo que pudieran necesitar en el 
ejercicio de su capacidad jurídica. Asimismo, también impuso la 
necesidad de asegurar que todas las medidas de apoyo proporcio-
naran las salva–guardias adecuadas que garantizaran el respeto de 
los derechos, la voluntad y las preferencias de la persona, la inexis-
tencia de conflicto de intereses y de influencia indebida, y que las 
mismas fueran proporcionales y adaptadas a las circunstancias de 
la persona.

El presente artículo tiene como objetivo, principalmente, exa-
minar el régimen de anulabilidad previsto por el artículo 1302.3 CC; 
en concreto, las páginas que siguen abordan el estudio de las nue-
vas reglas relativas a la ineficacia de los contratos celebrados por 
personas con discapacidad en las situaciones descritas por la figura 
de la ventaja injusta. La estructura del artículo es la siguiente: en 
primer lugar, se hará una breve reflexión con relación a la regla 
general sobre la capacidad jurídica contenida en el artícu-
lo 1263 CC(II); a continuación (III) se analizará el significado de la 
primera parte del artículo 1302.3 CC, es decir, cuáles son los 
supuestos de ineficacia de los contratos celebrados por personas 
con discapacidad (1). La parte principal del artículo examinará la 
posibilidad dada por el segundo párrafo del artículo 1302.3 CC de 
anular el contrato celebrado sin las medidas de apoyo previstas y 
en una situación de ventaja injusta; para ello se analizará el origen 
en el Derecho contractual europeo de dicho instrumento, sus carac-
terísticas principales y su relación en el seno de la LRAPD. Tam-
bién se abordarán propuestas de modificación del articulado actual 
en aras a facilitar la carga probatoria de los elementos subjetivos 
descritos por la figura para permitir, así, el éxito de la acción de 
anulación (2). Finalmente, se concluirá con la necesidad de avan-
zar hacia escenarios de protección abstracta de la parte débil y por 

1  Sobre el cambio de paradigma que introduce el artículo 12 de la Convención, 
véase Quinn (2010, pp. 10-14).
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ello se propondrá la introducción del remedio de la ventaja injusta 
con carácter general, no limitado a la contratación con personas 
con discapacidad (IV).

II.  LA DOBLE DIMENSIÓN DE LA CAPACIDAD JURÍDI-
CA TRAS LA LRAPD: TITULARIDAD Y EJERCICIO

La reforma del artículo 1263 CC elimina categóricamente la 
protección preventiva dada por la legislación anterior. Huelga 
recordar que el artículo 1263.2 CC, anterior a la reforma, impedía 
que las personas con la capacidad modificada judicialmente pudie-
ran prestar consentimiento (o lo supeditaba a lo recogido por la 
resolución judicial). Esta norma inhibía, de entrada, la capacidad 
contractual de las personas que tuvieran la capacidad modificada 
judicialmente.

En la actualidad, el artículo 1263 CC consagra definitivamente 
el objetivo planteado por la LRAPD: la adaptación del ordena-
miento civil español al CDPDNY y, en consecuencia, el reconoci-
miento de la capacidad jurídica en sentido amplio (capacidad de 
ser titular de derechos y la de actuar en derecho) a las personas con 
discapacidad 2.

La reforma suprimió el segundo párrafo del 1263 CC lo cual 
propició la equiparación total en el ejercicio de derechos de las 
personas con discapacidad y las demás 3. En consecuencia, pode-
mos decir que hoy no existe la posibilidad de limitar legalmente la 
capacidad jurídica de las personas con discapacidad, con o sin 
medidas de apoyo. El contratante con discapacidad deja de ser asi-
milado al menor de edad y se refuerza, así, la presunción general 
de capacidad, que rige ahora también para las personas con disca-
pacidad.

Que las medidas de apoyo no pueden utilizarse como un instru-
mento que suponga una barrera en el ejercicio de sus derechos de 
las personas con discapacidad se intuye del texto de la reforma 
(aunque sí lo supondrá para los casos excepcionales, pero posibles, 

2 Con relación al trámite parlamentario de dicho precepto véase Álvarez Lata, 2021, 
p. 989. Véase, también, García Rubio, 2022, pp. 623-624.

3 Parafraseando a Carrasco Perera (Gómez-Acebo Pombo, 50 aniversario, 2022, 
p. 204), no existe, pues, una anulabilidad residual para el discapacitado sin medidas de 
apoyo, es decir, para el discapacitado a secas. Según el parecer de García Rubio y Vare-
la Castro (2022, pp. 651-652) si lo que falta es en realidad el consentimiento (la habili-
dad para entender y querer el negocio en cuestión y sus consecuencias) el contrato sería 
nulo por falta de consentimiento (ex art. 1261 CC), pero ello puede darse con o sin disca-
pacidad. Según dichos autores, lo que señala la reforma es que la discapacidad per se no 
pueda valer como motivo de invalidez o ineficacia contractual.
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de curatela representativa –art. 269.3 CC 4–, de medidas de apoyo 
voluntarias que tuvieran asignadas funciones representativas o de 
guardador de hecho, también con esas mismas funciones represen-
tativas ex art. 264 CC 5). Así, las medidas de apoyo ayudarán al 
contratante con discapacidad a expresar dicha voluntad, a confor-
mar la voluntad deseada (o le servirán de mera ayuda técnica en la 
comunicación de declaraciones de voluntad 6) pero la regla general 
es que la persona con discapacidad es capaz de prestar el consenti-
miento contractual que exige la celebración de cualquier contrato; 
en función de las características y complejidad del mismo, puede 
necesitar un apoyo para prestar dicho consentimiento (ya sea de la 
concreta medida de apoyo establecida o del notario –17 bis 2 a) 

4 Con relación al carácter excepcional de la curatela representativa, véase la Senten-
cia del Tribunal Supremo núm. 4129/2023, de 20 de octubre de 2023 (núm. 4129, ponente: 
Parra Lucán). En la misma el recurso de casación es desestimado. La parte recurrente 
(Ministerio Fiscal) era partidaria de la continuación de la institución de la guarda de hecho 
por la esposa de la persona necesitada de apoyos y consideraba improcedente la constitu-
ción de la curatela. El TS argumenta que, en el caso, y atendidas las limitaciones que pre-
senta la persona necesitada de apoyos (limitaciones para expresar su voluntad, deseos y 
preferencias; también a la hora de tomar decisiones de manera autónoma ya que su capaci-
dad cognitiva-volitiva está condicionada por la patología que presenta) es preferible un 
apoyo más intenso (representación). Así el TS subraya que si bien es cierto que la regula-
ción de la guarda de hecho permite al guardador de hecho solicitar y obtener una autoriza-
ción judicial para actuar en representación de la persona con discapacidad, y que la autori-
zación puede comprender uno o varios actos necesarios para el desarrollo de la función de 
apoyo (art. 264 CC), cuando por la discapacidad que afecta a la persona no puede prestar 
consentimiento y es precisa de manera diaria la actuación representativa de quien presta el 
apoyo, es obvio que la necesidad de acudir al expediente de previa autorización judicial de 
manera reiterada y continua revela la insuficiencia de la guarda de hecho, la falta de agili-
dad en su actuación y en el desempeño de la prestación de apoyos, su falta de adecuación a 
la necesidad del apoyo requerido y, en consecuencia, la conveniencia de una medida judi-
cial. El TS acaba concluyendo, con relación a la constitución de una curatela representativa 
y a su carácter excepcional que «si interpretáramos de forma rígida la norma (último párra-
fo del art. 255 CC), descontextualizada, negaríamos siempre la constitución de una curate-
la si en la práctica existe una guarda de hecho; lo que se traduciría en que al revisar las 
tutelas anteriores, se transformaran de forma automática todas ellas en guardas de hecho. 
Esta aplicación rígida y automática de la norma es tan perniciosa como lo fue en el pasado 
la aplicación de la incapacitación a toda persona que padeciera una enfermedad o deficien-
cia, de carácter físico o psíquico, que le impidiera gobernarse por sí mismo, al margen de 
si, de acuerdo con su concreta situación, era preciso hacerlo». Sigue indicando el TS que 
en situaciones como las del caso, hay que evitar una aplicación autómata de la ley y que es 
necesario atender a las circunstancias concretas, para advertir si está justificada o no la 
constitución de la curatela. Así, el TS concluye alegando que del mismo modo que no es 
necesario constituir una curatela cuando los apoyos que precisa esa persona están cubiertos 
satisfactoriamente por una guarda de hecho, nada impide que, aun existiendo hasta ahora 
una guarda de hecho, pueda constituirse una curatela, si las circunstancias del caso mues-
tran más conveniente prestar mejor ese apoyo.

5 Señala Ruiz-Rico Ruiz (2022, pp. 86-87) que la lectura del artículo 1302 CC 
lleva a pensar que está referido únicamente a los casos en los que el discapacitado otorgue 
su consentimiento contractual prescindiendo de las medidas de apoyo ya que la normativa 
parte de la excepcionalidad de la atribución de funciones representativas, por lo que es 
coherente que solo regule las hipótesis consideradas generales como son la de nulidad por 
falta de concurrencia del consentimiento del prestador de apoyos para aquel contrato o 
negocio para el que era necesaria su intervención.

6 Monje Balmaseda, 2022, p. 1117.
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Ley del Notariado, Ley de 28 de mayo de 1862, LN 7). Sin embar-
go, la existencia del apoyo no puede inhibir, ni siquiera en parte, la 
presunción general de capacidad (esa es, a nuestro entender, la idea 
de la LRAPD). En consecuencia, un negocio jurídico celebrado por 
una persona con discapacidad no será impugnable a priori. Vere-
mos más adelante en qué circunstancias, sin embargo, se puede 
solicitar la anulabilidad del contrato celebrado.

La equiparación plena significa que la falta de consentimiento 
no se dará por la discapacidad o por la falta de apoyo (primero por-
que, tras la reforma y en congruencia con lo incorporado por el 
CDPDNY, el apoyo nunca puede limitar la libertad contractual de 
la persona con discapacidad y, segundo, porque a esta se le presu-
me plena como a los demás) sino porque no existe tal conciencia y 
voluntad, caso en el que el contrato será nulo por falta de un ele-
mento esencial: el consentimiento 8.

En definitiva, la reforma persigue normalizar la contratación 
con personas con discapacidad. Claro que, sin que pueda tachar-
se al legislador de falaz, la LRAPD no soslaya la situación de 
vulnerabilidad en la que pueden encontrarse las personas con 
discapacidad, pero para ello facilita la posibilidad de establecer 
medios de apoyo y, para el caso que se den las circunstancias que 
analizaremos más adelante, prevé la ventaja injusta como un ins-
trumento que permite revertir la eficacia del contrato protegien-
do, así, al contratante más débil de la relación (el contratante con 
discapacidad).

El actual artículo 1263 CC, al no hacer ninguna referencia 
explícita al contratante con discapacidad, desdibuja los límites 
existentes en la regulación anterior al ejercicio de la autonomía de 
la voluntad de los contratantes con discapacidad. Fijémonos en la 
definición que acuña De Castro sobre autonomía privada: «aquel 
poder complejo reconocido a la persona para el ejercicio de sus 
facultades, sea dentro del ámbito de libertad que le pertenece como 
sujeto de derechos, sea para crear reglas de conducta para sí y en 
relación con los demás, con la consiguiente responsabilidad en 
cuanto actuación en la vida social» 9. Una definición similar puede 

7 Sobre el asesoramiento legal de los notarios y su deber de velar por la protección 
de la parte débil del negocio que autorizan, véase Rubio Gimeno, 2021, p. 168. Véase, 
también, con relación al papel del notario tras la reforma, Valls i Xufré, 2022, p. 98. Con 
relación al precepto 17 bis 2 a) de la Ley del Notariado, dicho autor señala que este precep-
to deberá interpretarse en congruencia con la reforma, constatando que la persona que 
comparece ante el notario, si bien puede tener un cierto grado de discapacidad psíquica, 
comprende lo que está haciendo y sus consecuencias a través de sus manifestaciones y las 
circunstancias que la rodean.

8 García Rubio (2022, p. 628) pone como ejemplo estar bajo la influencia de sus-
tancias psicotrópicas.

9 De Castro y Bravo, 1985, p. 12.
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verse contenida en el ya citado artículo 12 de la CDPDNY que 
realza esta noción de capacidad jurídica en sentido amplio, que 
debe ser reconocida por igual a todas las personas 10. Esta autono-
mía privada se relaciona, especialmente en el ámbito del negocio 
jurídico, con la declaración de voluntad. Con De Castro, y fijándo-
nos especialmente en el artículo 144 del Reglamento del Notariado 
(Decreto de 2 de junio de 1944 por el que se aprueba con carácter 
definitivo el Reglamento de la organización y régimen del Notaria-
do, RN) señalado por este autor cuando analiza el concepto de 
autonomía de la voluntad, vemos que el concepto amplio de decla-
ración de voluntad queda incluido en dicho artículo cuando señala 
el contenido propio de las escrituras públicas («declaración de 
voluntad, actos jurídicos que impliquen una prestación de consen-
timiento y contratos de todas clases»). Desde el punto de vista de la 
voluntad, este mismo autor indica que la declaración de voluntad 
es la concreta intención o propósito con lo que se dice o hace algo. 
El artículo 1263 CC actual asume esa misma definición como váli-
da, ahora también, para la persona con discapacidad 11.

Como venimos diciendo, pues, hoy la regla general en nuestro 
Código civil es la capacidad para contratar con o sin medidas de 
apoyo 12. Otra cosa es que, como veremos, la inexistencia de medi-
das de apoyo –cuando fueran precisas– pueda conllevar la posibili-
dad de anular el contrato (por la persona con discapacidad o por la 
persona que debía prestar el apoyo). A ello dedicaremos el siguien-
te epígrafe aunque apuntaremos ya que la anulación se verá condi-
cionada por la figura de la ventaja injusta (en cualquier caso y a 
pesar de la limitación aparente que se desprende de la literalidad 
del art. 1302.3 CC). Como incidiremos más adelante, los supuestos 
de anulabilidad previstos tras la reforma se relacionan con situacio-
nes en las que, precisamente, se pone en tela de juicio la declara-
ción de voluntad; las situaciones descritas por la ventaja injusta no 
se ajustan del todo con la definición que incorpora De Castro: son 
situaciones en las que hay voluntad y es libre pero no es del todo 

10 Se ha dicho que el principio paternalista es desplazado por un principio de auto-
nomía absoluta, que obliga al respeto a la voluntad y a las preferencias privadas de los 
adultos en cualquier circunstancia. Véase Alemany, 2021, p. 25. Este mismo autor señala 
que la Convención maneja un modelo robusto de autonomía integrado por dos tipos de 
contenidos: un contenido negativo, que exige la no intervención o invasión del Estado o 
terceros en la esfera de poder de elección autónoma de la persona, que se corresponde con 
la visión estándar de la autonomía, y un contenido de tipo positivo que reclamaría la inter-
vención activa del Estado para promover y favorecer el poder de elección autónoma de la 
persona, (ibidem, p. 58).

11 Autores como Alberruche Díaz-Flores (2022, pp. 499 ss.) abogan por encon-
trar un equilibrio entre el respeto a la voluntad y preferencias de la persona y aquello que 
es de su interés, para evitar que la decisión errónea pueda causarle un daño o perjuicio, sin 
que ello deba entenderse como un acto paternalista.

12 Bernad Mainar, Revista Crítica de Derecho Inmobiliario, 2022, p. 2106.
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consciente (no existe un consentimiento con conocimiento de 
causa) 13. La ventaja injusta se erige, pues, como la figura persigue 
que la emisión del consentimiento no solo sea libre y exacta, sino 
también consciente, incluso reflexiva.

La supresión de la segunda parte del artículo 1263 CC alerta y 
subraya algo que durante mucho tiempo ha pasado desapercibido: 
que las personas con discapacidad son titulares del derecho a la 
toma de sus propias decisiones, derecho que ha de ser respetado 14.

La purga de la visión más paternalista del derec.ho que limitaba 
la capacidad jurídica de la persona con discapacidad y, por ende, su 
autonomía de la voluntad irá unida a un cambio de mentalidad del 
entorno, especialmente de los tribunales. En el siguiente apartado 
veremos como la posibilidad de anular el contrato celebrado sin las 
medidas de apoyo previstas será cuestionada ante el juez que debe-
rá determinar caso por caso si eran realmente precisas para la pres-
tación del consentimiento en el sentido que podían o debían ayu-
dar, por ejemplo, a emitirlo. La finalidad del apoyo, tras la reforma, 
es asistir o ayudar en el ejercicio de la capacidad jurídica (el apoyo 
en la toma de decisiones) de la persona con discapacidad para que 
disfrute al máximo de la esfera de autonomía personal y patrimo-
nial que les es inherente 15.

13 Dicha expresión la utiliza la Directiva de prácticas comerciales desleales (Directi-
va 2005/29/CE, de 11 de mayo de 2005), cuando define el concepto de influencia indebida 
en el artículo 2, letra j. También cuando se refiere a la definición de «distorsionar de mane-
ra sustancial el comportamiento económico de los consumidores (art. 2, letra e): utilizar 
una práctica comercial para mermar de manera apreciable la capacidad del consumidor de 
adoptar una decisión con pleno conocimiento de causa haciendo así que éste tome una 
decisión sobre una transacción que de otro modo no hubiera tomado». En otro sentido, 
también la vemos refiriéndose a una formación de la voluntad pausada y reflexiva en la 
Directiva 2014/17/UE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 4 de febrero de 2014, 
sobre los contratos de crédito celebrados con los consumidores para bienes inmuebles de 
uso residencial [véase el Cdo. 29 («Con objeto de aumentar la capacidad de los consumi-
dores de tomar por sí mismos decisiones con conocimiento de causa sobre la contratación 
de préstamos y la gestión responsable de la deuda…») y en el artículo 14.6, 1er ap. in fine 
de dicha Directiva: «Los Estados miembros especificarán un período de siete días como 
mínimo durante el cual el consumidor dispondrá de tiempo suficiente para comparar las 
ofertas, evaluar sus implicaciones y tomar una decisión con conocimiento de causa». Por 
todo, véase, Arnau Raventós, 2015, p. 432 ss.

14 Como señala Álvarez Lata (2021, p. 995), la persona con discapacidad sin 
medida de apoyo tiene capacidad contractual, pero la validez del acto o negocio concreto 
necesitará conformar una voluntad negocial suficiente; en otro caso, corre (y asume) el 
riesgo de que su declaración sea nula, siempre que se pueda acreditar para ese acto la falta 
de consentimiento ex artículo 1261 CC. No será suficiente la discapacidad porque no es 
causa de nulidad contractual per se sino que habrá que probar la falta de consentimiento 
para ese acto determinado. Se aplicarán las reglas generales sobre emisión de un consenti-
miento válido y suficiente para el contrato.

15 El cambio de paradigma significa que, en el caso que se adopten medidas de 
apoyo, deberán actuar atendiendo a la voluntad, deseos y preferencias de quien lo requiera. 
Es decir, el procedimiento de determinación de medidas, voluntarias o judiciales, deberá 
velar por el interés preferido de la persona de acuerdo con sus deseos, preferencias y 
voluntad o la mejor interpretación de su voluntad y ya no, como sucedía anteriormente, su 
interés superior, cfr. Fábrega Ruiz, 2021, pp. 308-309.
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En definitiva, el artículo 1263 CC bebe directamente del artí-
culo 12.2 CDPDNY 16 que asume esa definición en sentido amplio 
de capacidad jurídica (titularidad y ejercicio) que no admite 
excepciones (ya avanzamos, pues, que los apoyos nunca podrán 
suponer un límite o un freno a la capacidad jurídica de las perso-
nas con discapacidad).

III.  LA CAPACIDAD JURÍDICA DE LA PERSONA CON 
DISCAPACIDAD NO VIENE RESTRINGIDA POR LA 
PROVISIÓN DE APOYOS

El numeral tercero del artículo 1302.3 CC 17 («Los contratos 
celebrados por personas con discapacidad provistas de medidas de 
apoyo para el ejercicio de su capacidad de contratar prescindiendo 
de dichas medidas cuando fueran precisas, podrán ser anulados por 
ellas, con el apoyo que precisen») se incardina en la línea comenta-
da en los párrafos anteriores de proclamar la capacidad jurídica en 
sentido amplio de la persona con discapacidad. Este artículo, ade-
más, realza dicha afirmación; podemos decir que la existencia de 
medidas de apoyo no puede restringir el ejercicio de la capacidad 
jurídica de la persona con discapacidad 18. En consecuencia, que el 
contratante tenga provistas medidas de apoyo no puede ser un 
impedimento para la persona con discapacidad para contratar váli-
da y eficazmente 19.

Sin embargo, fijémonos en lo que señala el artículo con rela-
ción a la prescindencia de las medidas de apoyo «precisas».

De su tenor literal, deducimos lo siguiente:

(I) Contratante con discapacidad que prescinde voluntaria-
mente de las medidas de apoyo 20: bajo nuestro punto de vista, una 
acción de anulación en este sentido no debería tener posibilidades 

16 Sobre las observaciones hechas por el Comité sobre los Derechos de las Personas 
con Discapacidad con relación al artículo 12, véase Cuenca Gómez, 2021, pp. 51-60.

17 García Rubio y Varela Castro, 2022, p. 654 ss. También, Alberruche Díaz-
Flores, 2022, p. 506.

18 García Rubio y Varela Castro, ibidem, p. 650.
19 Una vez más, sobre el iter legislativo véase Álvarez Lata, 2021, p. 1006 ss.
20 Las dudas se plantean cuando no existen apoyos, a pesar de que se tenía derecho 

a los mismos y a pesar de que la conciencia y voluntad de la persona con discapacidad es 
suficiente para entender que no ha faltado el consentimiento contractual. Señala García 
Rubio (2022 b, p. 341) que en esta circunstancia el contrato sólo podría ser anulado si ha 
existido una situación de ventaja injusta. Es decir, si no ha podido disponer del apoyo (no 
porque no quiso hacer uso de aquel que tenía a su disposición), solo si se dan los presu-
puestos de la ventaja injusta debería tener éxito una demanda de anulación. Como veremos 
más adelante, y bajo nuestro punto de vista, en el caso de que existan medidas de apoyo, la 
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de éxito. Es decir, si bien es la exclusión de cualquier medida (for-
mal o informal) la que permite la impugnación del contrato (si se 
sigue el tenor literal del artículo), hay que tener presente aquí la 
doctrina de los actos propios: nadie puede ir en contra de sus pro-
pios actos. Esto significa que el titular de un derecho subjetivo está 
vinculado por sus propios actos, lo que conlleva la imposibilidad 
de actuar de manera que contradiga su actuación previa 21. Dicha 
doctrina es una concreción más del principio general de la buena fe 
ex artículo 1258 CC 22 que obliga a un comportamiento objetiva-
mente ético de las partes en un negocio jurídico. La conducta con-
tradictoria contraviene la buena fe en la medida en que frustra la 
confianza que una actuación ha generado en la contraparte 23.

(II) Contratante que no prescinde expresamente de las medidas 
de apoyo –es decir, no hay una renuncia expresa– pero tampoco las 
utiliza 24: ¿es este el caso específico que describe el artículo 1302.3 
CC? Bajo nuestro punto de vista la respuesta sería afirmativa. Con 
Carrasco defenderíamos que estos supuestos hay que analizarlos 
casos por caso 25. Es decir, este autor indica que una medida de apoyo 
establecida como precisa en abstracto puede no revelarse precisa en 
consideración a las circunstancias del caso. Esta línea de interpreta-
ción se orienta hacia escenarios ad hoc de protección de la parte 
débil, alejándose de aquella idea de protección basada en la clase 
(protección class-based 26; así, por ejemplo, protección al contratante 
con discapacidad per se, a la gente mayor como colectivo, al consu-
midor) para refrendar una idea más dinámica, más circunstancial o 
más transitoria de protección (protección state-based) 27. A ello vol-
veremos más adelante en este artículo.

anulabilidad vendrá condicionada, también y, en cualquier caso, por la existencia de una 
ventaja injusta en la contraparte.

21 «Venire contra factum propium non valet». En un mismo sentido, véase Egusqui-
za Balmaseda, 2023, pp. 1157-1158.

22 El Código civil de Cataluña (CCCat) contiene un artículo de aplicación general de 
la buena fe (art. 111-8 CCCat).

23 En este sentido, nos sumamos, pues, a la interpretación hecha y a las razones 
dadas por García Rubio, 2022 b, pp. 343-344.

24  Y la persona con discapacidad no ha sufrido ningún vicio en su consentimiento.
25 Carrasco Perera, 2022, pp. 222-223. Así se observa en la ya citada sentencia 

del Tribunal Supremo de 20 de octubre de 2023 (véase, supra, lo dicho en la nota a pie de 
página número 4).

26  Sobre la protección class based y state-based, véase infra §2.2 y, también, 
Kaprou, 2020 p. 54.

27 En otro sentido se defiende Ruiz-Rico Ruiz (2022, p. 88) quien entiende que la 
remisión que hace el artículo 1302 CC a la falta de medidas cuando fueran precisas no puede 
entenderse como un juicio a posteriori sobre si debía o no ser precisa la medida: se refiere a 
que la medida ya existe, pero se prescinde de ella. Para dicho autor, eso sólo puede valer para 
las medidas de apoyo judiciales. En suma, bajo el punto de vista de Ruiz-Rico Ruiz, esa 
referencia a cuando fueran precisas está pensada únicamente para las medidas de apoyo de 
naturaleza judicial, y no voluntarias, y sólo a las que supongan la necesidad de concurrencia 
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Con relación a este segundo supuesto de contratación sin medi-
das de apoyo a las que no se ha renunciado expresamente, cabe 
señalar que el éxito de impugnar el contrato por falta de medidas 
de apoyo dependerá de si estas eran necesarias o no para el supues-
to concreto. Así, decimos que el juicio que aborde la necesidad o 
no de las medidas es circunstancial. Sin embargo, entendemos que 
ello no es suficiente (o no debería serlo) para que prospere la 
acción. La omisión del apoyo no bastaría, pues, para que prospera-
ra la acción. Hemos dicho que la reforma aboga por un sistema que 
proclama la capacidad como regla general, incluso cuando existan 
medidas de apoyo. Se ha dicho, también, que hemos pasado de un 
sistema preventivo a uno de paliativos 28: precisamente este sistema 
de paliativos debe ir ligado, necesariamente, a la figura reciente-
mente incorporada en el Código civil de la ventaja injusta. Si la 
regla general es la capacidad como norma general de todos los con-
tratantes, con o sin discapacidad 29, y esta no puede ser limitada por 
la presencia o no de apoyos formales o informales 30, la anulabili-
dad del contrato por la falta de apoyos precisos en un momento 
determinado debe ir unida a la obtención por la contraparte de una 
ventaja injusta. Esta es la idea abonada por la doctrina más autori-
zada 31 a pesar de que de una lectura más obvia del artículo 
1302.3 CC pareciera derivarse otra idea (así, del tenor literal del 
artículo 1302.3 CC puede interpretarse que la exigencia de una 
situación de ventaja injusta queda limitada a los supuestos en los 
que se otorga legitimación para anular al prestador de apoyos, tal y 

de los dos consentimientos (discapacitado y prestador apoyos), de modo que la falta de con-
sentimiento de este último es lo que puede dar lugar a la nulidad allí regulada.

28 Pereña Vicente, 2021, pp. 234-235.
29 Según Pereña Vicente (2022, pp. 165-167), el legislador se oscila entre un 

movimiento pendular entre la voluntad y el interés del discapacitado.
30 García Rubio y Varela Castro, 2022, p. 650. Con relación a las medidas a que 

hace referencia el art. 1302.3 CC, surge la duda de si podrían considerarse medidas de 
apoyo establecidas las que se vienen prestando de manera informal a través de la guarda de 
hecho. Así, puede entenderse que entrarían en el supuesto de hecho de esta causa de anula-
bilidad el caso en el que existiese un contratante con discapacidad que viene siendo asisti-
do, aunque informal, por un guardador de hecho, que le presta la medida de apoyo y que ha 
prescindido de la misma en el momento de contratar. Entendemos, pues, que las «medidas 
provistas» a las que alude el artículo 1302.3 CC comprenden, también, las informales [así, 
García Rubio y Varela Castro (2022, p. 659) y Vázquez De Castro, Estancona 
Pérez (2022, p. 228)].

31 García Rubio y Varela Castro (2022, p. 654) entienden (y con quiénes coinci-
dimos) que el enunciado del 1302.3 CC, segundo párrafo, debe entenderse aplicable tam-
bién en el primer párrafo, es decir, no debe limitarse al caso en el que quien inste la anula-
bilidad sea quien hubiera debido prestar el apoyo, sino también cuando lo haga la persona 
con discapacidad. En otro sentido, Ruiz-Rico Ruiz (2022, p. 88) –y atendido el tenor 
literal del artículo 1302.3 CC–, se muestra partidario a favor de abrir una vía impugnatoria 
ante la «previsible y seguramente frecuente actitud de la contraparte de aprovecharse de la 
insuficiencia de experiencia, ignorancia o en general de la dificultad del discapacitado de 
valorar el alcance de lo que firma o consciente», con independencia de que se le hayan 
nombrado o no medidas de apoyo.
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como se describe en el segundo párrafo del numeral tercero del 
artículo 1302 CC) 32.

Esta misma línea coincidiría con lo que recoge el prelegislador 
catalán en la proyectada reforma de su Código civil. El borrador de 
anteproyecto de ley de modificación del Código civil de Cataluña 
en materia de apoyo al ejercicio de la capacidad jurídica de las per-
sonas al que se ha podido tener acceso incorpora una regla según la 
cual el acto jurídico realizado sin el apoyo formal establecido 
puede ser impugnado por quien ejerce las funciones de apoyo, la 
persona concernida y las que la sucedan. Señala Ribot Igualada 
que la norma debe ser matizada desde un doble punto de vista: por 
un lado, porque la mera falta de apoyos no permite limitar la capa-
cidad jurídica de la persona que contaba con ellos; por el otro, por-
que es posible que la medida de apoyo establezca medidas de 
garantía (excepcionales) que incidan automáticamente sobre la efi-
cacia de las facultades dispositivas de la persona concernida 33. A 
estos casos, dice el autor, debe ir dirigida la norma. Es decir, la 
regla quedaría limitada a los supuestos de la asistencia representa-
tiva. En el caso catalán una norma como la del artículo 1302.3 CC, 
segundo párrafo, resultaría redundante ya que el Código civil de 
Cataluña (CCCat) contiene una disposición de alcance general 
relativa a la ventaja injusta, no limitada a los contratantes con dis-
capacidad. Pero es que, además, y en la idea apuntada por Ribot 
Igualada, la única posibilidad de anular el contrato –si finalmente 
el texto sigue adelante– celebrado por las personas con discapaci-
dad quedaría limitada a los supuestos en los que el apoyo tuviera 
facultades representativas. Para el resto de los casos debería acu-
dirse al remedio tuitivo de aplicación general contemplado por el 
artículo 621-45 CCCat 34.

En resumen, constatamos que el artículo 1302.3, primer párra-
fo, a pesar de lo establecido por la letra de la norma y, en conso-
nancia con la reforma proyectada, el sentido de la CDPDNY y 

32 En este sentido, Ruiz-Rico Ruiz (2022, pp. 79-80) ha manifestado que el legisla-
dor hubiera podido acoger la rescisión por lesión genérica cuando el discapacitado hubiera 
vendido, enajenado o arrendado por sí solo, a título oneroso, un bien de su propiedad a un 
tercero. Alternativamente, dicho autor también entiende que el legislador debiera haber 
permitido anular el contrato cuando se pudiera demostrar que la otra parte, además de la 
lesión, se aprovechó de dicha situación o de su ignorancia o inexperiencia para la celebra-
ción de un contrato más ventajoso para sus intereses. Bajo nuestro punto de vista, el primer 
párrafo del 1302.3 CC necesariamente ya exige una situación de ventaja injusta.

33 Ribot Igualada, 2022, pp. 185-186.
34 En el caso del Código civil, la ineficacia que acarrearía un contrato celebrado por 

la persona con discapacidad que tenga, excepcionalmente, asignada una medida de apoyo 
con carácter representativo no aparece resuelta en el texto actual aunque autores como 
Ruiz-Rico Ruiz (2022, p. 87) apuestan por la ineficacia total o nulidad y no por la inefi-
cacia relativa o anulabilidad que es la acogida por el prelegislador catalán, según lo que 
hemos dicho más arriba en el texto.
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por lo dicho por la doctrina más autorizada 35 debería ir acompa-
ñado, en cualquier caso, de la exigencia de una situación de ven-
taja injusta en la otra contraparte para que prosperara la acción de 
anulación 36.

1.  EL ARTÍCULO 1302.3 CC Y LAS MEDIDAS PALIATIVAS: 
NUEVOS ESCENARIOS DE PROTECCIÓN AD HOC DE 
LA PARTE DÉBIL DEL CONTRATO

El artículo 1302.3 CC abre la puerta a la anulabilidad de los 
contratos celebrados por las personas con discapacidad prescin-
diendo de las medidas de apoyo que eran precisas. Como hemos 
visto, la exigencia de ventaja injusta en la contraparte ha sido 
advertida por la doctrina más autorizada (García Rubio y Varela 
Castro) y consideramos, también, que es la interpretación más ade-
cuada que merece el precepto.

Asimismo, y con relación a dicho precepto, como ya se ha 
dicho, cabrá ver si la medida de apoyo era precisa para el supuesto 
concreto, y se decidirá por los tribunales ante los cuales se presente 
la demanda de anulación. Es decir, la primera parte del artícu-
lo 1302.3 CC se incardina en la línea del reformado artículo 56 CC 
(si bien dicho artículo no fue reformado por la LRAPD). 37 Así, este 
último artículo señala que se podrán recabar los apoyos que sean 
necesarios para facilitar la emisión, interpretación y recepción del 
consentimiento matrimonial del o los contrayentes con discapaci-
dad. Además, la exigencia de dictamen médico tendrá carácter 
excepcional y deberá ser objeto de una interpretación estricta limi-
tada a supuestos excepcionales en los que la discapacidad afectara 
de forma evidente e impeditiva, aún proporcionados los apoyos, a 
la capacidad para prestar consentimiento 38. Por lo tanto, el sentido 
del artículo 56 CC determina la necesidad de ver caso por caso si el 
contrayente tenía o no capacidad para emitir un consentimiento 
matrimonial. Esta idea ad hoc debe ser trasladada, también, en el 
ámbito del artículo 1302.3 CC, a la que deberá sumarse la necesi-

35 García Rubio, 2022, p. 629, y García Rubio, 2022b, p. 346.
36 García Rubio y Varela Castro (2022, p. 646) señalan el reto del legislador 

aquí de hacer conciliable el nuevo concepto de discapacidad con un régimen contractual 
que no discrimine a las personas con dificultades para tomar decisiones por razón de 
dichas discapacidades, pero al mismo tiempo tampoco puede dejarlas al albur de eventua-
les abusos de terceros.

37 Sobre la capacidad para contraer matrimonio de las personas con discapacidad, 
véase especialmente, Gómez Valenzuela, RDC, 2022, pp. 209-229.

38 Véase, también, la resolución-circular de 23 de diciembre de 2016, de la Direc-
ción General de los Registros y del Notariado, sobre la interpretación y aplicación del 
artículo 56 del Código Civil, relativo a la forma de celebración del matrimonio.
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dad de que se den los presupuestos de la ventaja injusta que se 
analizarán en el siguiente epígrafe 39.

Es decir, tal y como el notario (o el Letrado de la Administra-
ción de Justicia, el Encargado del Registro Civil o el funcionario 
que tramite el acta o expediente) –en el caso del artículo 56 CC– 
examinará caso por caso si es necesario el apoyo para prestar el 
consentimiento o si se requiere un dictamen médico, la valoración 
judicial de si procede la anulabilidad del contrato celebrado por 
una persona con discapacidad sin las medidas de apoyo previstas 
dependerá del caso concreto o del negocio para el cual se manifies-
ta la voluntad de la persona concernida y de las circunstancias con-
currentes 40.

En definitiva, observamos que este primer párrafo del artícu-
lo 1302.3 CC pertenece al ámbito de estas normas que persiguen 
una protección más concreta del contratante que la merezca; es 
decir, el contratante con discapacidad no necesita, desde la refor-
ma, ningún complemento de capacidad. Cabrá ver si en el presu-
puesto concreto eran precisos los apoyos para la emisión del con-
sentimiento exacto y válido (es decir, si se había previsto que para 
el supuesto concreto el apoyo era necesario/preferible para emitir 
un consentimiento, en la línea del artículo 56 CC, sin que eso pre-
suponga que sólo será válido si se emite junto con el apoyo, lo que 
ya hemos dicho que atentaría contra el sentido general de la refor-
ma 41) y, además, como se ha subrayado, no bastaría; la omisión del 
apoyo debería ir unida a la obtención por la contraparte de una 
ventaja injusta. La interpretación literal del primer párrafo, descon-
textualizada del objetivo y del cambio de paradigma establecido 
por la reforma conllevaría contradecir uno de los principios del 
Convenio, cual es el que la provisión de apoyos no es un requisito 
indispensable para la prestación del consentimiento válido. Ade-
más, otra lectura recabaría en una excesiva tuición del contratante 

39 Esta misma línea de protección ajustada al caso concreto se recoge en el preámbu-
lo de la LRAPD con relación a la figura de la guarda de hecho cuando se señala que «para 
los casos en que se requiera que el guardador realice una actuación representativa, se prevé 
la necesidad de que obtenga una autorización judicial ad hoc, de modo que no será preciso 
que se abra todo un procedimiento general de provisión de apoyos, sino que será suficiente 
con la autorización para el caso, previo examen de las circunstancias». El preámbulo es 
revelador de esta idea de protección ad hoc cuando señala que «el valor del cuidado, en 
alza en las sociedades democráticas actuales, tiene particular aplicación en el ejercicio de 
la curatela. Todas las personas, y en especial las personas con discapacidad, requieren ser 
tratadas por las demás personas y por los poderes públicos con cuidado, es decir, con la 
atención que requiera su situación concreta».

40 Sin embargo, y a diferencia del notario, el juez no participa en el proceso de for-
mación de la voluntad ni actúa como un verdadero apoyo.

41 Si bien, y así lo señala Pereña Vicente (2022, p. 156) el modelo planteado por 
el preámbulo va mucho más lejos que el del texto del articulado.
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con discapacidad que no casa del todo bien con el objetivo del 
nuevo articulado.

Como incidiremos en las conclusiones, la introducción de una 
norma de alcance general como es la ventaja injusta (así ha sido en el 
caso del texto catalán) no reservada exclusivamente para los contra-
tos celebrados por personas con discapacidad (presupuesto del artí-
culo 1302.3, segundo párrafo CC) 42 hubiera hecho redundante una 
norma como la contenida actualmente en el Código civil. Es decir, la 
tendencia que muestra el derecho contractual actual, orientado a cri-
terios de justicia contractual 43, plantea opciones tuitivas de aplica-
ción abstracta que persiguen el equilibrio de dos principios latentes 
en el Derecho de contratos: el de la autonomía de la voluntad y el de 
la solidaridad contractual. Esta tendencia, además, debería relegar en 
un segundo plano la introducción de normas ad hoc de protección en 
un escenario concreto (el de la contratación con contratantes con dis-
capacidad con o sin medidas de apoyo, por ejemplo) 44. Sin embargo, 
y de lege lata, la interpretación más coherente que merece el artícu-
lo 1302.3 CC es la que aúna una protección ad hoc según el caso 
concreto en función de la relevancia del apoyo (cuando este fuera 
preciso, en la línea del ya citado art. 56 CC) y la obtención de la ven-
taja injusta por la contraparte.

2.  LA INTRODUCCIÓN DE LA VENTAJA INJUSTA COMO 
INSTRUMENTO DE PROTECCIÓN DEL CONTRATANTE 
CON DISCAPACIDAD

En las siguientes líneas procederemos al examen de la figura de 
la ventaja injusta: abordaremos sus orígenes en el Derecho contrac-
tual europeo y sus líneas principales para fijarnos en la singulari-

42 García Rubio, 2022b, p. 352.
43 Collins, Rivista Critica di Diritto Privato, 2003, p. 678; Hondius, Journal of 

Consumer Policy, 2004, p. 246. También, Caro Gándara, 2013, pp. 87 y 88.
44 Así lo señala Rubio Gimeno (2021, p. 177) quien además afirma que «en el con-

texto de esta nueva ética de los contratos, fruto de una determinada política legislativa que 
empieza a tener muestras en el derecho positivo, puede resultar redundante la citada pro-
tección ad hoc que se dispense en atención a un desequilibrio situacional concreto –lo 
serían las previsiones tuitivas del artículo 231-20 o del artículo 233-5.2 CCCat–, en efecto, 
si la respuesta que ofrecen las disposiciones generales ya se orienta a la obtención del 
mismo resultado, cual es el de tender a que cualquier contrato sea el producto de una 
voluntad libre, informada y reflexiva, que permita alcanzar un equilibrio contractual sus-
tantivo, los remedios institucionales resultan redundantes». Ello sería así en el CCCat, y 
por ello el anteproyecto citado limita los supuestos de anulabilidad del contrato celebrado 
por la persona con discapacidad a la asistencia representativa (pues el CCCat sí que dispo-
ne de una aplicación general de la figura de la ventaja injusta ubicada en la sección relativa 
al contrato de compraventa). Ello no es así en el Código civil, por ello abogamos por la 
introducción de una norma de aplicación abstracta y no focalizada en una clase tal y como 
es la del artículo 1302.3 CC.
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dad de su introducción en sede de nulidad relativa de los contratos 
celebrados por contratantes con discapacidad en el Código civil. 
Huelga decir aquí que nos centraremos en la introducción de la 
figura en la contratación entre particulares, es decir, no analizare-
mos la protección dispensada por el ordenamiento a la figura del 
consumidor (con discapacidad) 45.

2.1  El presupuesto de la ventaja injusta: voluntad libre e infor-
mada; ¿y reflexiva?

La figura de la ventaja injusta tiene sus antecedentes en la gross 
disparity o excesiva desproporción que aparece regulada por pri-
mera vez en el artículo 3.10 de los Principios UNIDROIT (en ade-
lante, PICC), en la versión del año 1994 (y en el art. 3.2.7, en las 
versiones de 2010 y de 2016) 46. Nos detendremos brevemente en el 
origen de la figura para delimitar sus características principales y 
ver cuál ha sido su encaje en la nueva regulación operada por el 
artículo 1302.3 CC, segundo párrafo.

La figura de la excesiva desproporción quedó consolidada en el 
artículo 3.10 47 de los PICC (en la versión de 2004 el artículo relati-

45 Vemos que, en el CCCat, ya se introduce una norma con relación a ello (621-45.2 
CCCat).

46 Fue en el año 1968, con ocasión de la celebración de los 40 años de la fundación 
del Instituto para la Unificación del Derecho Privado (UNIDROIT), cuando surgió la idea 
de crear un cuerpo normativo para los contratos comerciales internacionales. En 1971, el 
consejo de gobierno de UNIDROIT incluyó en su agenda la preparación de unos principios 
generales del derecho de los contratos [«essai d’unification portant sur la partie générale 
des contrats (en vue d’une Codification progressive du droit des obligations “ex contrac-
tu”»], una comisión formada en un principio por los Profs. David, Schmitthoff y Popescu. 
El objetivo inicial era la elaboración de un Restatement internacional de principios genera-
les del Derecho contractual, no vinculantes. No fue hasta el año 1980 cuando se llegó a 
crear un grupo de trabajo más amplio (destacan, entre otros, los Profs. Di Majo, Drobnig, 
Farnsworth, Hartkamp, Lando o Tallon), grupo que se fue ampliando en los años siguien-
tes. En 1994 se materializaron los Principios UNIDROIT; en 2004 se publicó una segunda 
edición, añadiéndose nuevos capítulos y reformando algunos artículos y la tercera edición 
vio luz en 2010, cfr. Bonnell, 1994, pp. 1-24. El ámbito de aplicación de los PICC queda 
limitado a los contratos mercantiles internacionales, pero esta limitación no pretende apo-
yarse en la tradicional distinción que, en algunos sistemas jurídicos, existe entre el carácter 
civil y mercantil de las partes y/o negocios jurídicos. El propósito era excluir las operacio-
nes de consumo que en algunos ordenamientos se regulan a través de normas especiales, 
cfr. Díez Picazo, Roca Trias, Morales Moreno, 2002, pp. 82 y 83. La versión del 
año 2016 de los PICC puede encontrarse aquí: https://www.unidroit.org/english/principles/
contracts/principles2016/principles2016-e.pdf.

47 Artículo 3.10 (Gross disparity) en International Institute for the Unifica-
tion of Private Law, 1993, pp. 13 y 14: 

«(1) A party may avoid a contract or an individual term of it if, at the time of the 
conclusion of the contract, the contract or term unjustifiably gave the other party an exces-
sive advantage. Regard is to be had, among others, to

a) The fact that the other party has taken unfair advantage of the first party’s depen-
dence, economic distress or urgent needs, or of its improvidence, ignorance, inexperience 
or lack of bargaining skill, and 
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vo a la gross disparity era el 3.10) desde la doble vertiente de justi-
cia material y procedimental 48. Deviene necesario hacer una distin-
ción previa entre la noción de justicia sustantiva y de justicia 
procedimental que nos ayudará a entender, en un análisis posterior, 
la naturaleza autónoma de la institución de la ventaja injusta. Esta 
clasificación, propia de la doctrina norteamericana 49, incide en la 
distinción entre la procedural unconscionability y la substantive 
unconscionability 50. La doctrina de la unconscionability, presente 
en la sección 2-302 del Uniform Commercial Code, permite al juez 
anular el contrato que incluya cláusulas desproporcionadas o injus-
tas o conservarlo sin la cláusula que se califique como unconscio-
nable 51. La unconscionability norteamericana es el equivalente 
funcional a la ventaja injusta del Derecho contractual europeo 52, 53. 
La distinción entre la vertiente material o sustantiva de la uncons-
cionability, relativa al desequilibrio o inequidad del contrato en el 
momento de su conclusión 54, y la procedimental, que considera 
que la mera desproporción entre las prestaciones, por muy exage-
rada que sea, no es suficiente, por sí misma, para impugnar la vali-
dez o eficacia del contrato, y que centra su atención en los vicios 
producidos en el proceso de formación del consentimiento del con-

b) The nature and purpose of the contract.
(1) Upon the request of the party entitled to avoidance, a court may adapt the contract 

or term in order to make it accord with reasonable commercial standards of fair dealing.
(2) A court may also adapt the contract or term upon the request of the party receiv-

ing notice of avoidance, provided that that party informs the other party of its request 
promptly after receiving such notice and before the other party has relied on it. The provi-
sions of Article 3.13 (2) apply accordingly».

48 Kramer, 1997, p. 164.
49 Destacan Posner, Journal of Legal Studies, 1995, pp. 283-319; Speidel, Univer-

sity of Pittsburgh Law Review, 1969, pp. 359-375; Eisenberg, Michigan Law Review, 
2009, pp. 1413-1430; Eisenberg, Harvard Law Review, 1982, pp. 741-801; Fuller, 
Eisenberg, 1996, pp. 61-83; Shiffrin, Philosophy & Public Affairs, 2000, pp. 205-250.

50 En la distinción es relevante el trabajo de Leff (University of Pensylvania Law 
Review, 1967, p. 487), relacionando la figura con el proceso de contratación (procedural 
unconscionability) y con el resultado del contrato (substantive unconscionability).

51 Véase un estudio extenso sobre los orígenes y evolución de la figura jurídica de la 
unconscionability en Deutch, 1977, pp. 42 ss.

52 Hesselink, Centre for the Study of European Contract Law Working Paper 
Series, 2013, p. 3.

53 Especialmente para el Derecho privado europeo, Kenny, Devenney, Fox 
O’Mahony, 2010, p. 1. En el contexto español, Barral-Viñas (2010, pp. 46-61) señalan-
do la buena fe en el ordenamiento jurídico español como instrumento paralelo a la uncons-
cionability.

54 Aunque la medida precisa de la substantive unconscionability no queda determi-
nada específicamente, como sí sucede, por ejemplo, en la laesio enormis. En la unconscio-
nability se dice que la desproporción puede ser «overly harsh», «one-sided», «so one-sided 
as to be oppressive», «unreasonably favorable to the drafter», o «shocks the conscience», 
cfr. Korobkin, The University of Chicago Law Review, 2003, p. 1273.
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trato o en la conclusión del mismo 55, se halla en la obra de Leff 56 
y es citado por la doctrina americana más relevante que ha estudia-
do el tema de la unconscionability 57. De aquí extraemos la división 
entre justicia sustantiva y procedimental. Normas como la resci-
sión por lesión, que afectan al objeto de las prestaciones, son pro-
pias de la justicia sustantiva, así como lo son, también, las cláusu-
las abusivas en los contratos con consumidores. Por otra parte, las 
normas relativas a los vicios del consentimiento se comprenden 
desde la justicia procedimental, ya que afectan al proceso de for-
mación del contrato 58. Veremos que la ventaja injusta se encuentra 
a caballo entre estas dos concepciones de la justicia que se obser-
van en los distintos elementos objetivos y subjetivos de la figura.

Así, los aspectos relativos a la cuestión sustantiva de la ventaja 
injusta vienen determinados por la noción de beneficio excesivo 
que acaba por traducirse en un desequilibrio notorio entre las pres-
taciones de las partes. En otro sentido, las cuestiones que denotan 
un estado potencial de debilidad [por ejemplo, la figura de la ven-
taja injusta en el artículo 621-45 del CCCat señala las siguientes: la 
relación de dependencia o de confianza entre las partes, la situa-
ción de vulnerabilidad económica o de necesidad imperiosa, la 
incapacidad para uno de los contratantes de prever las consecuen-
cias de sus actos, o que una de las partes sea manifiestamente igno-
rante o manifiestamente carente de experiencia (a la que podría 
añadirse, también, la situación de discapacidad ya que el artículo 
no se define por el numerus clausus)] configuran, así, los aspectos 
procedimentales de este instrumento. Sin embargo, la gross dispa-
rity (excesiva desproporción) de los PICC pone el acento en el ele-
mento objetivo de la figura. Ello no es así en la figura homónima 
de los Principios de Derecho contractual europeo (en adelante, 

55 La procedural unconscionability deriva de la injusticia en el proceso de contrata-
ción (bargaining process), Eisenberg, 2009, pp. 1415-1416.

56 También puede verse un estudio sobre el origen y evolución de la figura de la 
unconscionability en: Leff, 1967, pp. 484-559.

57 Eisenberg, 1982, p. 741 in fine; considerando que la injusticia sustantiva no era 
suficiente para atacar la validez del contrato vid. Eisenberg (2009, p. 1413). Sigue el autor 
señalando que la distinción puede ser artificial porque la injusticia en el proceso sólo puede 
ser significante si resulta en una desproporción excesiva, es decir, en una injusticia mate-
rial. También, Posner, 1995, pp. 283 ss.

58 Momberg Uribe (2016, pp. 206-207) señala que, también en el entorno de la 
contratación online, la justicia procedimental –que se refleja en deberes de transparencia, 
por ejemplo, es insuficiente; se requiere, según el autor, algún grado de justicia sustantiva, 
como el que se establece en el artículo 3 de la Directiva sobre las cláusulas abusivas en los 
contratos con consumidores (Directiva 93/13), que examina la asimetría contractual entre 
las partes y el desequilibrio entre los derechos y obligaciones de las partes que se derivan 
del contrato.
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PECL) 59 o principios LANDO, «unfair advantage» (ventaja injus-
ta) (tampoco en el art. II.-7:207 DCFR 60 ni en la norma catalana 
del art. 621-45 CCCat), ni lo era en el artículo 51 del CESL 61, que 
significó el último estadio en la armonización del Derecho privado 
en Europa. Así, el artículo 4:109 PECL 62, se asemeja más a la 
undue influence del common law, ya que el peso de la figura recae 

59 Toman el nombre de uno de sus propulsores, el prof. Ole Lando, cfr. Lando, 
Beale, 1995, pp. 1-268. Los PECL pretendían constituir el primer paso de la codificación 
europea en materia contractual y constituyeron el fruto de una ingente actividad compara-
tista. Hondius (1999, p. 101), consideraba que un Restatement en línea de los PECL 
podría actuar como un precódigo europeo de contratos. Los PECL, a diferencia de los 
PICC, no excluyen ser aplicados en contratos con consumidores, aunque limitan su ámbito 
de aplicación a la contratación en el seno de la Unión Europea. Véase, también, con rela-
ción a la conexión entre los PICC y los PECL, Lando, ERCL, 2005, pp. 3-18.

60 El Parlamento Europeo, a partir de la segunda mitad de la década de los años 
ochenta, formuló la necesidad de codificar el Derecho privado comunitario. Poco a poco, 
este proyecto codificador fue diluyéndose hacia proyectos menos ambiciosos como el de 
facilitar una coherencia del acervo comunitario a partir de la formulación de sendos princi-
pios, definiciones o reglas relativas a aspectos comunes a todo el acquis, especialmente en 
material contractual (PECL y Marco Común de Referencia o CFR, este último por sus 
siglas en inglés). Sobre la relación de relevo o absorción entre los PECL y el CFR véase el 
estudio de González Pacanowska, 2009, p. 166 ss. En cuanto a los resultados más noto-
rios del propósito sostenido y general de armonización del Derecho contractual europeo, 
identificamos el trabajo desempeñado por la Comisión de Derecho Europeo de los Contra-
tos – conocida como Comisión Lando– que dio lugar a la publicación entre 1997 y 2002 de 
las tres partes de los Principios de Derecho Contractual europeo (PECL), [Lando, Beale 
(2000)]. También existen otras iniciativas de índole académica destacadas como la surgida 
de la Academia dei Giusprivatisti Europei de Pavia, promovida por el Prof. Giuseppe Gan-
dolfi, que en 2001 dio lugar a la publicación del Anteproyecto de un Código Europeo de 
los Contratos [Gandolfi, (2004, p. 1-1010)]. Así, bajo el patrocinio de la Comisión Euro-
pea y fruto de los trabajos preparatorios del Marco Común de Referencia, se prepararon los 
Principios de Derecho contractual comunitario de los Grupos de Trabajo Study Group 
(dirigido por el Prof. Christian Von Bar) y Acquis Group (dirigido por el Prof. Schulte-
Nölke) [cfr. Study Group on a European Civil Code and Research Group on EC 
Private Law (Acquis Group) Von Bar, Clive (2009, pp. 1-1010)] que finalmente absor-
bieron el trabajo desempeñado por la Comisión Lando, complementados por los «Princi-
pes directeurs» redactados por la Association Henri Capitant y la Société de Législation 
Comparée [Fauvarque-Cosson, Mazeaud, (2008)]. Finalmente, se publicó a raíz de 
todos estos trabajos y por un grupo de expertos el Feasibility Study for a Future Instrument 
in European Contract Law. Véase Schulze, Stuycke, 2011, pp. 3-8. El DCFR fue poste-
riormente filtrado en el Feasibility Study for a Future Instrument in European Contract 
Law, contenido en esta edición, en las pp. 217-279. El artículo 48 del Feasibility, que 
reproduce el II.-7:207 DCFR, incorpora el precepto relativo a la explotación injusta.

61 La regla del artículo 51 del CESL sobre la unfair exploitation se postulaba clara-
mente como un vicio del consentimiento y se alejaba, en este sentido, de la configuración 
de la gross disparity de los PICC, cfr. Pfeiffer, 2012, p. 279: «Art. 51 and art. 3.2.7 
UNIDROIT PICC are rather similar, although there are two main differences. Firstly, art. 
3.2.7 UNIDROIT PICC is phrased as a rule on gross disparity not on exploitation. Gross 
disparity may also be dealt with by rules on immorality, which is left to national law by the 
CESL…»

62 Véase el artículo 4:109 PECL, Excessive benefit or Unfair Advantage: 
(1) «A party may avoid a contract if, at the time of the conclusion of the contract:
 a) It was dependent on or had a relationship of trust with the other party, was in 

economic distress or had urgent needs, was improvident, ignorant, inexperienced or lack-
ing in bargaining skill, and 

The other party knew or ought to have known of this and, given the circumstances and 
purpose of the contract, took advantage of the first party’s situation in a way which was 
grossly unfair or took an excessive benefit».
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en la situación del contratante que le impide desarrollar con pleni-
tud su libertad contractual, que se combina con la ventaja obtenida 
injustamente por la otra parte 63.

En efecto, el artículo 4:109 PECL sitúa el punto de atención en 
la injusticia procedimental: la posibilidad de que una parte pudiera 
liberarse de un contrato que le resulte desventajoso, sin advertirse 
la razón concreta por la que no se ocupó mejor de sus intereses al 
aceptarlo, crearía demasiada inseguridad. Por tanto, solo deben 
protegerse aquellos casos en que una de las partes pueda justificar 
que había alguna debilidad, discapacidad o necesidad que justifi-
quen lo ocurrido 64.

Este maridaje de justicia procedimental y material lo observa-
mos en el Código civil del Québec (art. 1406) y también aparece 
enunciada en los §31, §33 y §36 65 del Nordic Contract act.

La naturaleza jurídica propia de esta figura combina pues ele-
mentos de la justicia procedimental relacionados con la forma-
ción de la voluntad y los vicios del consentimiento, y elementos 
que podemos denominar objetivos, vinculados al resultado del 
contrato, que tienen un antecedente claro en la concepción medie-
val de la laesio enormis. Sin embargo, a diferencia de la lesión, la 
gross disparity o el elemento objetivo de la ventaja injusta no se 
limita al precio sino que la excesiva desproporción puede darse 
en otros elementos del contrato. La injusticia sustantiva o mate-
rial viene referida, pues, al resultado económico del contrato: 
requiere que el contrato provoque una situación de ventaja exce-
siva o gravemente injusta a favor de una de las partes contratan-
tes 66. Este requisito, que denominaremos como elemento objeti-

Sobre la absorción de los PECL en el DCFR, véase Study Group on a European 
Civil Code and Research Group on EC Private Law (Acquis Group) Von Bar, 
Clive, 2009, p. 15: «How the DCFR relates to the PECL, the SGECC PEL Series and the 
Acquis Group Series. In Books II and III the DCFR contains many rules derived from the 
Principles of European Contract Law (PECL). These rules have been adopted with the 
express agreement of the Commission on European Contract Law, whose successor group 
is the Study Group (…) However, the PECL could not simply be incorporated as they 
stood. Deviations were unavoidable due to the different purpose, structure and coverage of 
the DCFR and in part because the scope of the PECL needed to be broadened so as to 
embrace matters of consumer protection».

63 Morales Moreno, 2003, p. 389.
64 Lando, Beale (edición española a cargo de Barres Benllloch, Embid Irujo, 

Martínez Sanz, 2003, p. 376). También, Morales Moreno, 2006, pp. 319-321.
65 §36 Nordic Contract Act:
«A contract can be amended or held unenforceable, in whole or in part, if enforcement 

would be unreasonable or contrary to accepted standards of fair dealing.
In making the determination referred to in paragraph 1, consideration shall be given to 

circumstances at the time of contracting, the content of the contract and circumstances 
which have latter occurred».

66 Nótese que los PICC hacen referencia a la obtención de un beneficio excesivo, mien-
tras que los PECL y el DCFR anotan, también, la situación de ventaja gravemente injusta.
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vo, está determinado por la desproporción excesiva entre las 
prestaciones, producto de esta explotación de una de las partes de 
las circunstancias de la otra (en el supuesto de la reforma, de la 
situación de discapacidad sin los apoyos establecidos). Según se 
señala en los comentarios oficiales de los PICC, para que se 
pueda anular o adaptar el contrato (la norma catalana, por ejem-
plo, asume dos remedios: la rescisión y la adaptación del contra-
to, ex art. 621-47.2; en el caso del Código civil, se apuesta por la 
anulabilidad) no es suficiente una desproporción sustancial entre 
el intercambio de prestaciones sino que lo que se requiere es que 
el desequilibrio del contrato sea de tal magnitud, de acuerdo con 
las circunstancias, que resulte escandaloso para una persona razo-
nable 67. No se plantea una referencia aritmética (como la propia 
de los contratos lesivos p. ej, art. 321 de la Compilación de Dere-
cho civil de Cataluña, art. 621-46 del CCCat, art. 1448 del Codi-
ce italiano, §934 y §935 del Código civil austríaco o el art. 1674 
del Code) 68. Existe un espacio de explotación o ventaja injusta 
que coincidirá, necesariamente, con una explotación (conducta) 
justa: la injusticia o justicia de la conducta coincide con la exis-
tencia o no de explotación injusta (institución). Ello es especial-
mente relevante en los negocios jurídicos con causa onerosa, en 
los que el ejercicio de negociación de las partes puede llevar a 
que una de ellas salga más beneficiada que la otra por el contra-
to 69. La explotación justa (institución) se observa, también, tras 
la adaptación del contrato que reduce la explotación injusta a 
justa en el ordenamiento catalán [p. ej, art. 621-47 a) CCCat]. Por 
lo tanto, con relación a la reforma operada por la LRAPD, nece-
sariamente la referencia a la ventaja injusta conllevará implícita 
una lesión –económica– o una ventaja manifiestamente injusta. 
Es decir, la impugnación con éxito del contrato celebrado por una 
persona con discapacidad prescindiendo de los apoyos vendrá 
condicionada por las posibilidades de probar la existencia de una 

67 Originariamente el redactado del artículo en los PICC era «so great to shock the 
conscience of the court», y se sustituyó por «reasonable person»: International Insti-
tute for the Unification of Private Law: «Study Group on the Progressive Codifica-
tion of International Trade Law», Report on the 2nd Session of the Study Group held in 
Rome from 5 to April 1982 (prepared by the Secretariat of UNIDROIT), Rome: June 1982, 
UNIDROIT 1982, Study L-Doc. 22, p. 11. El criterio de la razonabilidad (p. ej, art. I-1:104 
DCFR y art. 5 CESL) como estándar ético objetivo de conducta ha sido estudiado, entre 
otros, por Tomás Martínez, RDC, 2015, pp. 57-103.

68 Barceló Compte, 2017, p. 277.
69 Badosa Coll, 2014-2016, pp. 395-396.
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ventaja injusta (como elemento objetivo que definiremos más 
adelante) y los dos elementos subjetivos que describe la norma 
(el abuso de la situación y el hecho de que la parte que sale bene-
ficiada era conocedora de la situación de discapacidad y de las 
medidas de apoyo precisas para contratar) 70. Habrá situaciones 
en las que un contrato celebrado por una persona con discapaci-
dad sin el apoyo preciso no redundará en una situación de ventaja 
injusta (elemento objetivo) en la contraparte o esta no se habrá 
aprovechado de la ausencia de medidas de apoyo en el contratan-
te con discapacidad y, por lo tanto, el contrato debería mantener 
su eficacia ya que la norma exige la concurrencia de los tres ele-
mentos: el elemento objetivo relativo a la desproporción y los dos 
elementos subjetivos: la situación de debilidad, que el presupues-
to de la reforma limita a la prescindencia de las medidas de apoyo, 
y el aprovechamiento de tal ausencia en la contraparte.

La pregunta que nos planteamos es cuál es el límite de la venta-
ja injusta; es decir, en qué medida la obtención de una ventaja pasa 
de justa a injusta. En el caso de la norma catalana se podría propo-
ner la referencia a la mitad del valor entre las prestaciones inter-
cambiadas que es la referencia aritmética que utiliza el legislador 
con relación a la lesión en más de la mitad del artículo 621-46 
CCCat 71. En el caso del Código civil, podría utilizarse, también, la 
referencia de la mitad a la que alude del artículo 1575.1 CC («El 
arrendatario no tendrá derecho a rebaja de la renta por esterilidad 
de la tierra arrendada o por pérdida de frutos proveniente de casos 
fortuitos ordinarios; pero sí, en caso de pérdida de más de la mitad 
de frutos, por casos fortuitos extraordinarios e imprevistos, salvo 
siempre el pacto especial en contrario») 72. La fijación de una cuan-
tía se ha de realizar partiendo del valor de las cosas objeto del con-
trato, relacionando con él lo que se da o se recibe a cambio, con el 
fin de establecer si la proporción excede o no de la mitad 73. Cabe 
señalar aquí que en el marco del Código civil la exclusión general 
de la rescisión por lesión en general (arts. 1290 ss.) determina una 

70 Por lo que es evidente que son las circunstancias de la contraparte y no el hecho 
de que la persona con discapacidad contrató sin el apoyo las que legitiman la anulación del 
negocio; de no concurrir la ventaja injusta en las condiciones señaladas, el contrato, aun 
celebrado sin el apoyo, será válido y eficaz, cfr. García Rubio, 2022 c, p. 61.

71 Barceló Compte, 2019, p. 159.
72 En este sentido, Bercovitz Rodríguez-Cano (Cuadernos Civitas de Jurispru-

dencia Civil, 2015, p. 366). Otros autores como Eisenmüller (ERCL, 2015, pp. 220-228) 
propugnan el establecimiento del límite del 50%. En el contexto catalán, la referencia al 
50% se encuentra en el artículo 621-46 del CCCat, relativo a la lesión en más de la mitad.: 
«el valor de mercado de la prestación que recibe es inferior a la mitad del valor de mercado 
de la prestación que realiza».

73 Alberruche Díaz-Flores, 2022, p. 517.
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apariencia de innecesaria equivalencia entre las prestaciones inter-
cambiadas por las partes 74. 

En el Código civil, los contratos onerosos sobre bienes inmue-
bles no son, por regla general, rescindibles por razón del precio, 
más o menos lesivo, fijado a cambio del bien inmueble. Los supues-
tos de rescisión que enumera el Código son distintos entre ellos 
pero en todos existe el perjuicio económico, derivado de la propia 
estructura del intercambio (ex arts. 1291.1 y 2 CC); o que supone 
un detrimento para la solvencia de uno de los contratantes (dificul-
ta la cobrabilidad del crédito a alguno de los acreedores ex 
art. 1291.3) o como mecanismo para proteger la oposición de un 
litigante (art. 1291.4 CC) 75. Constatamos, pues, que el codificador 
estatal establece de modo contundente el carácter excepcional de la 
rescisión por lesión en sentido estricto, esto es, aquella que toma 
como punto de partida un precio considerado justo, sin que sea 
necesario que concurran circunstancias subjetivas en uno de los 
contratantes para que triunfe la ineficacia del contrato por lesión 
económica 76.

Sin embargo, la introducción de la ventaja injusta en el artícu-
lo 1302.3 CC supone un cambio de paradigma con relación a la 
reticencia del legislador a la valoración de la justicia material del 
contrato. Considerado todo ello en su conjunto y como expondre-
mos al final del artículo, hubiera sido plausible y oportuno la inte-
gración e incorporación de una norma con alcance general de pro-
tección del contratante débil: una norma que contemplara el 
equilibrio del contrato y la correcta formación de la voluntad con-
tractual, tal y como se observa en el artículo 621-45 CCCat; dicha 
norma aúna el presupuesto típico de la causa onerosa – ya que se 
fundamente en el objeto del contrato– y protege, a la vez, una libre 
formación del consentimiento contractual. Este es el presupuesto 

74 Señala Carrasco Perera (2015, p. 203), que el ordenamiento jurídico español 
no requiere conmutatividad y niega la justicia contractual material como condición de vali-
dez inicial de los contratos.

75 La rescisión del ar artículo 1291.1 CC se refiere a los actos realizados por el cura-
dor con facultades de representación sin la debida autorización necesaria, aunque la misma 
sólo prosperará si la contraparte no actuara de buena fe (ex art. 1295 CC). Carrasco Pere-
ra (2021, p. 4) opina que se hubiera podido aprovechar la ocasión para declarar rescindi-
bles, también, los contratos celebrados por el discapacitado con asistencia de apoyos no 
representativos que fueran lesivos en una cuarta parte. Con relación a la rescisión por 
lesión en el Código civil y la pugna entre el justo precio y la libertad de mercado, véase 
Linacero de la Fuente, 2019, pp. 43-46.

76 Señalan Vázquez de Castro, Estancona Pérez (2022, p. 258) que esta acción 
no es de uso muy habitual en la práctica, a parte del carácter subsidiario de la acción, si se 
tiene en cuenta la enorme amplitud de supuestos para los que el curador requerirá autoriza-
ción judicial bajo la amenaza de nulidad radical (art. 287 CC). Prácticamente cualquier 
contrato del que pueda resultar una lesión para la persona con discapacidad representada se 
encontrará incluido en el listado del artículo 287 CC. En consecuencia, será más sencillo 
acudir a una acción de nulidad que a una rescisoria.
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último de la ventaja injusta: la emisión de una voluntad libre, infor-
mada y reflexiva.

2.2  Ventaja injusta: de la lesión económica al vicio de la 
voluntad. La cuestión relativa a su encaje sistemático en 
el Código

Tal y como hemos avanzado en el epígrafe precedente, la ventaja 
injusta es una figura compuesta por tres elementos que la tipifican y 
que persigue lograr el reequilibrio mediante la resolución del contra-
to o la adaptación 77. Aunque ya hemos avanzado la singularidad de 
la figura y los elementos que la componen, procederemos a detallar 
las singularidades de la misma en las líneas que continúan 78.

– Lo que podemos calificar como el elemento objetivo de la 
ventaja injusta es la excesiva desproporción o el beneficio excesivo 
que obtiene una de las partes 79. Esta referencia material es precisa-
mente la que aleja nuestra figura de la undue influence del derecho 
inglés ya que en esta última la desproporción económica puede o 
no existir y ello dependerá del caso concreto 80. Apuntado esto, 
cabría señalar como punto de partida del beneficio excesivo la 
noción de valor de mercado con el fin de establecer cuándo existe o 
no desequilibrio de orden económico entre las prestaciones inter-
cambiadas por las partes. Es decir, el beneficio excesivo resultado 
de la abultada disparidad de valores entre lo que las partes se inter-
cambian puede compararse con el valor de mercado 81. Entendemos 
que lo que quiere indicar la expresión de beneficio excesivo es que 
la diferencia entre el valor de las prestaciones debe ser chocante, 
flagrante, anormal, y dicha anormalidad puede obtenerse de una 
comparativa con el valor de mercado 82. Así, y en aras a facilitar la 

77 Con relación al remedio singular de la adaptación, véase Barceló Compte, 2019, 
pp. 213-233.

78 Con carácter general, véase Gómez Calle, 2018, pp. 160-176.
79 Por su parte, Badosa, y en relación con el DCFR, lo define como aquel resultado 

que «s’examina en l’onerositat quan la relació prestació i contraprestació és desequilibrada 
en favor d’un contractant. És un resultat derivat del contracte», Badosa Coll, 2014-2016, 
p. 398.

80 Infante Ruiz, RDC, 2021, p. 6.
81 Nótese que, sin embargo, la noción de valor de mercado no considera la de valor 

afectivo; por ejemplo, A decide comprar una plaza de estacionamiento situada en la propia 
finca; el vendedor de la plaza es, a su vez, vecino de la escalera y conoce que A reside allí. 
Lógicamente, A puede pagar un precio más alto por dicha plaza. El problema surgirá si el 
precio pagado fuera el doble del valor de mercado o notablemente excesivo.

82 Aunque la comparativa no siempre será con el valor de mercado. Piénsese en el 
ejemplo siguiente: X es una mujer, de avanzada edad, que debe hacerse cargo de la gestión 
del funeral de su hermano, fallecido recientemente. Decide contratar una funeraria para 
que gestione el funeral. El coste de la contratación del servicio funerario alcanza los 6000 
euros; el ataúd con el que se enterró su hermano era de madera ecológica. En el momento 
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carga probatoria, nuestra propuesta (de lege ferenda) irá dirigida a 
establecer una presunción: cuando el desequilibrio tenga una medi-
da superior a la mitad del valor de mercado de lo que es objeto de 
la prestación, podemos establecer una presunción iuris tantum de 
beneficio o ventaja excesiva 83. Si no se alcanza dicho umbral (que 
hemos propuesto de la mitad del valor entre las prestaciones inter-
cambiadas), ello no significa que el contrato no pueda anularse, 
aunque será necesaria una mayor actividad probatoria. Es decir, 
debería probarse que existe tal ventaja excesiva (elemento objeti-
vo). Ello no afecta al resto de requisitos exigidos pero, según desa-
rrollaremos más adelante, la concurrencia de una desproporción 
excesiva deberá conducir a una exigencia rebajada de los requisitos 
subjetivos que analizaremos a continuación 84. Cabe señalar aquí, 
además, que la desigualdad entre las prestaciones puede ir más allá 
del valor económico 85: la ventaja puede derivar no sólo del precio 
final sino de un abuso importante por otras razones (puede referirse 
a la forma de pago o a las causas de resolución del contrato) 86. Es 
una ganancia externa que puede proceder de otras circunstancias 
como por ejemplo la calidad de los bienes o las posibilidades para 
los contratantes 87. Así, un contrato puede ser injusto para una parte 
que difícilmente puede permitírselo, aunque el precio no sea irra-
zonable 88. En resumen, un desequilibrio objetivo entre las presta-
ciones a las que ambas partes se obligan 89.

de la contratación, la Señora X se encontraba en un estado de debilidad; la muerte de su 
hermano era muy reciente y ella se dejó aconsejar por los encargados de la funeraria. En 
estos casos, la comparativa se establecería con el precio medio del servicio, no con el valor 
de mercado (porque un ataúd de madera ecológica puede costar lo que la señora X pagó 
por el de su hermano).

83 Ginés Castellet, InDret, 2016, p. 17. Así lo defienden, también, Bosch Capde-
vila, Del Pozo Carrascosa, Vaquer Aloy, 2017, p. 204.

84 A favor de orientar la solución del umbral aritmético hacia un sistema móvil en 
que se valoren ambos elementos (objetivo y subjetivos) y señalando que los mismos se 
encuentran en una relación de dependencia recíproca, estableciendo que si uno de los 
requisitos se cumple de forma muy destacada (por ejemplo, ambos elementos subjetivos), 
la exigencia de desproporción debería ser menor, y a la inversa: una desproporción grave 
entre prestación y contraprestación podría compensar una explotación de una situación de 
debilidad menor, Martín Casals (2009, pp. 524-527).

85 Bosch Capdevila, 2012, p. 383.
86 Que habrá que considerar que la ventaja no sea exclusivamente patrimonial lo 

señala, también, Vázquez de Castro, Estancona Pérez (2022, p. 235), apuntando 
dichos autores, además, que el uso del término «ventaja» también hace alusión a una con-
ducta en la que ese contratante se ha valido de la discapacidad ajena para sacar provecho 
propio, aunque no resulte fácil medirlo en términos económicos.

87 Badosa Coll, 2014-2016, p. 398.
88 Study Group on a European Civil Code and Research Group on EC Pri-

vate Law (Acquis Group) Von Bar, Clive, 2009, p. 509.
89 Algunos autores se han mostrado partidarios de permitir la acción rescisoria con 

la sola acreditación del perjuicio, es decir, del elemento objetivo, cfr. Alberruche Díaz-
Flores, 2022, pp. 512-513. Ello sería permitir la rescisión por lesión de los contratos con 
personas con discapacidad, obviando el elemento subjetivo del aprovechamiento descrito 
por la norma.
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– Los elementos que podemos denominar subjetivos que 
configuran la ventaja injusta son dos: el primero, el estado o 
situación de debilidad de una de las partes –en el caso de la 
LRAPD, el estado de debilidad es la prescindencia de las medi-
das de apoyo previstas y precisas para el contratante con disca-
pacidad, lo cual lo hace más vulnerable– y el segundo, el abuso 
o la explotación de dicho estado de debilidad para obtener una 
ventaja injusta o un beneficio excesivo. Vemos, pues, una debili-
dad contractual preexistente en una de las partes no causada por 
la contraparte (en el caso del art. 1302.3 CC, la discapacidad y la 
existencia de medidas de apoyo) y un aprovechamiento de esta 
situación por esta última.

Con relación al primer elemento subjetivo relativo al estado de 
debilidad, como decimos, la reforma del Código civil de 2021 lo 
centraliza en la circunstancia de la discapacidad que tiene uno de 
los contratantes. Como señalaremos a posteriori, la reforma lo ha 
limitado a la situación de discapacidad porque no está regulada en 
el Código civil la figura de la ventaja injusta como causa autónoma 
de ineficacia contractual (a diferencia del CCCat que tiene regula-
da la ventaja injusta en sede del contrato de compraventa; también 
la Ley 21 de la Ley Foral 21/2019, de 4 de abril, de modificación y 
actualización de la Compilación del Derecho Civil Foral de Nava-
rra o Fuero Nuevo incorpora la referencia a la influencia indebida, 
haciendo hincapié también en el elemento objetivo –«una ventaja 
que de otro modo no hubiera obtenido»–). Seguramente la adop-
ción de una figura como tal alojada como causa de ineficacia con-
tractual general hubiera hecho innecesaria una norma como la 
del 1302.3 CC o su incorporación hubiera sido en otros términos 
(similar a la propuesta acogida en el anteproyecto catalán). De otro 
modo, se hubieran superpuesto ambas. Es decir, la adopción de un 
artículo como el 1302.3 CC, segundo párrafo, de carácter marcada-
mente tuitivo, junto con una figura de aplicación general, hubiera 
resultado redundante y, en consecuencia, podríamos hablar de una 
suerte de interferencia en la aplicación del remedio general de tui-
ción de la parte débil (junto con el remedio ad hoc) 90.

90 En este sentido, la doctrina ya ha cuestionado que, en ocasiones, el legislador 
puede ser redundante en la protección ad hoc del contratante débil si la respuesta que ofre-
cen disposiciones generales ya se orienta a la obtención del mismo resultado; en nuestro 
caso, la institución de la ventaja injusta con alcance general haría redundante la norma del 
artículo 1302.3 CC. Así lo critica Rubio Gimeno (2021, p. 177) con relación a las previ-
siones tuitivas del CCCat sobre pactos en previsión de futura ruptura y pactos fuera de 
convenio regulador regulados por los arts. 231-20 y 233-5.2 CCCat y la disposición gene-
ral de la ventaja injusta.
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Con relación al segundo elemento subjetivo, a ello volveremos 
en el siguiente epígrafe, pero avanzamos que se relaciona con el 
aprovechamiento por la contraparte de la circunstancia de debili-
dad (de la discapacidad y de la prescindencia de las medidas de 
apoyo, en el supuesto de la reforma).

Vista la naturaleza en el epígrafe precedente, cabe plantearnos 
cual hubiera sido el encaje de la misma si se hubiera apostado por 
una regulación general en el Código. La ubicación sistemática de la 
figura rebela su dificultad atendida la naturaleza compleja de la figu-
ra: podemos hablar de una suerte de vicio potencial, que impide que 
el consentimiento prestado por la parte débil sea del todo libre. Así, 
se distancia de los tradicionales vicios del consentimiento, ya que, en 
los supuestos de explotación o ventaja injusta, la parte beneficiada 
no ha creado ese contexto negocial ni ha contribuido a hacer más 
débil (en términos contractuales) a la otra parte. Es un determinado 
espacio contractual en el que se encuentra la parte perjudicada y en 
la que la otra no ha tenido ninguna intervención 91. Podemos hablar 
de una suerte de actuación cuasi dolosa de la parte beneficiada en la 
perjudicada («cuasi dolo» o «seudo dolo»). La figura se enmarca en 
un fenómeno próximo a un vicio del consentimiento, pero constituye 
una causa autónoma de protección de la parte débil ya que exige una 
desproporción objetiva entre las prestaciones intercambiadas y por 
ello se sitúa entre un vicio de la voluntad y un vicio de la causa 92. 
Con relación a lo último, ello se observa cuando la norma exige que 
una de las contrapartes haya obtenido un beneficio excesivo o una 
ventaja injusta: es este elemento objetivo el que sitúa la ventaja injus-
ta en la sede de los negocios onerosos. Se relaciona con la causa 
onerosa, también, porque la finalidad última de la figura es el reequi-
librio (ya sea mediante la adaptación o la resolución del contrato). 
Nótese aquí que el legislador español, tras la reforma del Código 
civil, opta por la anulabilidad y no la rescisión, lo que aproxima la 
figura a un vicio del consentimiento.

La cuestión relativa a la naturaleza de la figura de la ventaja o 
explotación injusta ha sido resuelta, en algunos ordenamientos, 
desde la vertiente de la justicia procedimental, es decir, como un 

91 Señala Badosa Coll (2014-2016, p. 390) que las situaciones subjetivas relatadas 
por el II.-7: 207.1 a) DCFR fotografían situaciones que delimitan la posición de una de las 
partes como parte negocial; serían irrelevantes si no existiera la conducta de la otra parte. 
Dichas situaciones están expuestas objetivamente, sin indicar la influencia que tiene la otra 
parte negocial. Sin embargo, dicha influencia debe entenderse implícita, porque es la que 
es indiciaria de que el contratante es susceptible de ser explotado.

92 Sobre la naturaleza de la figura de la ventaja injusta y subrayando que la singula-
ridad de la misma no es ni la dependencia ni el desequilibrio excesivo sino el aprovecha-
miento de las circunstancias del que se prevale una de las partes, véase Yáñez Vivero, 
2019, pp. 69-70.
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vicio del consentimiento. Desde nuestro punto de vista, tal caracte-
rización no es coherente con lo que se desprende de las situaciones 
y los remedios previstos para los supuestos descritos por dicha 
figura. Entendemos que la figura marida las dos concepciones de 
justicia que integran la figura y, por tanto, el encaje sistemático en 
el ordenamiento no corresponde al de un tradicional vicio del con-
sentimiento.

Sin embargo, algunos códigos civiles han optado por una solu-
ción más continuista, bien expandiendo el concepto tradicional de 
la violencia 93 o bien a través de la formulación de un vicio del con-
sentimiento ad hoc. Bajo nuestro punto de vista, los casos de vio-
lencia o intimidación siempre son reprensibles (si se cumplen los 
criterios definidos por la norma y la doctrina), con independencia 
del contenido intrínseco final del contrato. No cabe expandir el 
concepto de los vicios del consentimiento tradicionales con el fin 
de enmarcar en su seno nuevos presupuestos que caen mejor en 
otras figuras o en otras causas de anulación ad hoc. Lo más cohe-
rente hubiera sido la regulación de una figura de nuevo cuño.

La solución operada por el Código civil, al tener la figura en 
este una aplicación limitada, la sitúa en el marco de la nulidad de 
los contratos celebrados con personas con discapacidad. Una apli-
cación generalizada de la figura más allá de la contratación con 
personas con discapacidad exigiría la reubicación de la misma, 
como venimos diciendo 94. En este sentido, la Asociación de Profe-
sores de Derecho civil, en la propuesta elaborada de Código civil 
libros quinto y sexto (PAPDC), trae a colación la figura del venta-
jismo junto con los vicios del consentimiento contractual  95, en el 
artículo 527-9 de dicha propuesta.

93 Así se observa en el Code francés ex artículo 1143 (novedad introducida mediante 
la Ordonnance n. 2016-131) que regula el abuso del estado de dependencia y ordena que 
hay también violencia si una parte, abusando del estado de dependencia en el que se 
encuentra su cocontratante respecto de ella, obtiene su acuerdo, el cual no habría suscrito 
en ausencia de tal coacción, y obtiene una ventaja manifiestamente excesiva, cfr. Fenoy 
Picón, ADC, 2020, p. 1398. Se aplica sin distinguir la cualidad de las personas implicadas 
–no se exige que sean personas débiles o vulnerables, pudiendo aplicarse, por ejemplo, a 
una gran empresa–. Y se aplica a la conclusión del acuerdo de voluntades destinado a crear 
obligaciones, a las modificaciones convencionales y a los contratos extintivos. Véase tam-
bién, con relación a la reforma francesa, Del Olmo García, 2017, pp. 619-634.

94 A favor de una aplicación generalizada se muestra también Moreno Castro, 
2023, p. 48.

95 Artículo 527-9 PAPDC: Ventajismo: «1. Una de las partes puede anular el contra-
to que en el momento de su celebración otorga a la otra parte una ventaja excesiva, si, 
teniendo en cuenta la naturaleza y fin de aquél, resulta que, con conocimiento de causa, se 
ha aprovechado en contra de la buena fe de una situación de dependencia, de extraordina-
rias dificultades económicas o de necesidad apremiante, o de su ignorancia, de su inexpe-
riencia o falta de previsión. 2. También puede la parte perjudicada pretender el reequilibrio 
del contrato sobre la base del precio generalmente practicado en el mercado», Asociación 
de Profesores de Derecho Civil, 2016, p. 156.
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Bajo nuestro punto de vista, esta no sería la ubicación sistemá-
tica más coherente con la naturaleza de la figura. La ventaja injusta 
hace converger una situación que se encuentra a caballo entre situa-
ciones propias de la justicia sustantiva y la justicia procedimen-
tal 96. Los vicios del consentimiento reposan única y exclusivamen-
te en esta última acepción de justicia. La norma de la explotación 
injusta protege, por tanto, las dos categorías de justicia que hemos 
venido enunciando a lo largo del presente trabajo: la sustantiva y la 
procedimental. Implica, por tanto, una declaración defectuosa de 
voluntad del explotado, un consentimiento inconsciente, y una irre-
gularidad del contenido del acto jurídico 97.

Para determinar la ubicación más precisa, y en lo que atañe a la 
cuestión relativa a la voluntad como requisito para la validez de los 
actos jurídicos, debemos recurrir a la categoría de vicios del nego-
cio empleada por De Castro 98, que acoge los vicios que invalidan 
la voluntad (art. 1300 CC) y los relativos a los requisitos de exis-
tencia respecto de los contratos (art. 1261 CC).

Señala De Castro que con anterioridad al CC, el término vicio 
del contrato se utilizaba con un significado distinto al actual; así, se 
empleaba «pro defectu», cuando se refería a la carencia de un ele-
mento constitutivo del negocio; otras, «infirmitas», debilitación o 
vicio de alguno de sus elementos. Para abarcar ambas acepciones, 
propone el término de vicio del negocio 99.

A los efectos que interesan a nuestro artículo, la acepción vicio 
del negocio se divide entre aquellos vicios que son propios de cada 
tipo de contrato (venta, donación, etc.) de los que se pueden encon-
trar en cualquier clase de negocio jurídico. Dentro de éstos últimos, 
encontramos:

a) Los vicios específicos de la figura del negocio jurídico: 
que se subdividen a su vez, entre aquellos relativos a la declaración 

96 Cabe señalar la particularidad que representa la figura de la gross disparity en el 
ordenamiento civil húngaro; el §201(2) del Código civil húngaro (Ptk) establece que si la 
desproporción entre las prestaciones intercambiadas por las partes es flagrante, la parte 
perjudicada puede pedir la anulabilidad del contrato. Esta previsión se limita a prevenir la 
injusticia sustantiva, y es una expresión de la institución lesiva. En otro sentido, el §202 
incorpora una previsión relativa a los contratos usurarios, indicando que si una de las par-
tes explota la situación de debilidad de la otra y obtiene, así, una ventaja excesiva, el con-
trato será nulo. Este último artículo tiene el mismo patrón que el §138.2 BGB. Por todo, 
véase Menyhárd, 2007, pp. 105-121.

97 Que el consentimiento sea consciente o que no haya una voluntad apresurada o 
formada sin información suficiente es lo que persigue la institución de la ventaja injusta. 
«Un consentimiento con conocimiento de causa» que facilite la toma de decisiones y que 
garantice, en palabras de Arnau Raventós (2015, p. 433), «una formación meditada, 
tranquila, con la posibilidad real de considerar todas las implicaciones del negocio».

98 De Castro y Bravo, 1985, pp. 93-100.
99 De Castro y Bravo, 1985, p. 94.
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de voluntad (los que hacen que no exista declaración o los que la 
vician) y los relativos a la causa.

b) Los comunes a los demás actos jurídicos (los que afectan a 
la capacidad jurídica, legitimación, objeto y forma) 100.

A tenor de dicha clasificación, parece obligado plantearse 
dónde incluiríamos la figura de la explotación o ventaja injusta. El 
ámbito negocial de la explotación injusta en el marco del Derecho 
contractual europeo es un ámbito ad hoc limitado a los contratos 
onerosos y, con cierto matiz, a los negocios gratuitos. No es 
un vicio que tenga aplicación general, como sería el relativo a los 
vicios del consentimiento, que abarque todas las manifestaciones 
de la voluntad, sino que su ámbito de aplicación es el de la nego-
ciación inter vivos susceptible de producir un daño o perjuicio a 
una de las partes: el contratante débil. Es la naturaleza de la figura 
la que acabará determinando su ubicación sistemática.

Coincidimos con la calificación operada por Badosa: es un 
vicio del negocio pero no estrictamente un vicio del consentimien-
to. La ventaja injusta refleja un régimen de vicio híbrido, comple-
jo: para que prospere una acción de rescisión o adaptación del con-
trato por explotación injusta cabe se requieren tres aspectos: la 
posición de la parte débil en un estado negocial susceptible de ser 
explotado; una conducta de explotación de la otra parte y una 
ganancia desproporcionada obtenida en forma de una ventaja 
manifiestamente injusta o beneficio excesivo 101. Se trata, por tanto, 
de una institución de nuevo cuño.

La peculiaridad de este vicio del negocio es que está predis-
puesto antes de la celebración del contrato; pero adquiere, relevan-
cia, una vez se ha celebrado éste. Las situaciones descritas por el 
contexto negocial del artículo II.-7:207.1 a) DCFR y el artícu-
lo 621-45 CCCat son previas a la celebración del contrato y están 
vinculadas a la parte débil como también lo es la discapacidad en 
uno de los contratantes del artículo 1302.3 CC 102. Un vicio poten-
cial en la persona que deviene efectivo por la explotación de la otra 
parte. Como indica Badosa, «aquesta potencialitat del vici fa que 
es desplaci del contracte a la persona; d’ésser un vici negocial a 
una qualitat del celebrant» 103. Cabe señalar, sin embargo, que en 

100  Por todo, véase De Castro y Bravo, 1985, pp. 93-95.
101 Badosa Coll, 2014-2016, pp. 400-401.
102 Y es en esta predisposición dónde reside la diferencia entre la ventaja injusta y la 

lesión en más de la mitad descritas por los arts. 621-45 y 46 CCCat respectivamente, es 
decir, en los supuestos de ventaja injusta la parte débil ya tenía predisposición a ser perju-
dicada; ello no es así en la lesión en más de la mitad porque dicha predisposición no existe, 
cfr. Badosa Coll, 2014-2016, p. 422.

103 Ibidem, p. 404.
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los casos de explotación o ventaja injusta, el riesgo de ser engaña-
do es menor que en los casos de dolo; existe un riesgo de ser con-
vencido, que no engañado, y ello exige algún tipo de expediente o 
institución que permita declarar la ineficacia del negocio o que per-
mita su adaptación, precisamente éste último remedio se contem-
pla por ser menor el abuso o la explotación de la otra parte que en 
los casos de dolo, violencia o intimidación 104.

Pero, además, la explotación conductual no es suficiente: para 
que se den los presupuestos de la explotación injusta (institución) se 
necesita que la parte débil se encuentre en un contexto negocial 
determinado (situación de dependencia o confianza entre las partes, 
necesidades económicas o urgentes de la parte débil, o bien que ésta 
fuera ignorante, imprevisora, inexperta o falta de habilidad en la 
negociación) y un resultado desproporcionado en forma de ganan-
cia para una de las partes. En el supuesto del Código civil, la parti-
cular situación de vulnerabilidad en la que se encuentra la persona 
con discapacidad solo adquirirá relevancia (con relación a su poten-
cial ineficacia) si el contrato resulta desequilibrado injustamente 105.

Insistimos en la calificación de la figura de la ventaja injusta 
como un vicio del negocio en la acepción utilizada por De Cas-
tro 106 y no como un vicio del consentimiento clásico según acaba-
mos de adelantar, ya que su peculiaridad también reside en los 
remedios previstos para ella: la anulación y adaptación (así, véase 
por ejemplo el art. 621-47 CCCat).

Por lo tanto, creemos que el fundamento de la explotación 
injusta en el Derecho contractual europeo, reside en configurar 
dicho instrumento como un vicio del negocio jurídico; en la clasifi-
cación propuesta por De Castro, un vicio específico del negocio 
jurídico, que no necesariamente caracterizado como un vicio de la 
voluntad: un vicio del negocio jurídico a caballo entre un vicio del 
consentimiento y un vicio de la causa onerosa por ser los negocios 
onerosos su sede principal y ser la finalidad del remedio el reequi-
librio económico de las prestaciones.

Considerado todo lo dicho y dada la configuración que se ha 
propuesto, de lege ferenda, lo aconsejable sería la adopción de un 
instrumento de alcance general; el alojo de tal instrumento debería 
ser, pues, en el apartado de disposiciones generales del contrato. 
Esta aplicación generalizada permitiría una protección abstracta 

104 Lo que la ventaja o explotación injusta tipifica no es ya la voluntad captable sino 
efectivamente captada, aunque insuficiente en sí misma para pretender la anulación por 
vicio del consentimiento (necesariamente debe ir acompañada de un beneficio excesivo o 
una ventaja manifiestamente injusta), cfr. Arnau Raventós, 2015, p. 432.

105 García Rubio y Varela Castro (2022, p. 665), pues es el desequilibrio y no la 
discapacidad la razón que hace quebrar la plena validez del negocio.

106 De Castro y Bravo, 1985, p. 93.
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del contratante débil preferible a la protección ad hoc dispensada 
única y exclusivamente para el contratante con discapacidad del 
artículo 1302.3 CC. Esta perspectiva la encontramos en otras nor-
mas que persiguen una protección situacional (protección state-
based) encaminadas a construir un concepto de vulnerabilidad 
flexible y antagónico 107 al que ha venido ocupando las regulacio-
nes precedentes, sobre todo en materia de consumo (así, la protec-
ción class-based, por oposición a la state-based, tipifica una clase 
como merecedora de un resguardo específico; por ejemplo, el con-
sumidor, la persona mayor, la mujer, etc). La protección class-
based se centra exclusivamente en las características grupales 
mientras que la state-based sugiere poner el centro de atención en 
la situación, en el contexto; precisamente lo que busca el artículo 
1302.3 CC con la expresión «cuando fueran precisas» 108. La misma 
línea que anticipó ya el artículo 56 CC.

Sin embargo, y de acuerdo con la regulación que, de lege lata, 
ofrecen los artículos examinados, veremos que la salvaguarda se 
dirige únicamente al contratante con discapacidad, habiendo perdi-
do la oportunidad el legislador de optar por una fórmula de tuición 
con aplicación abstracta.

2.3  La introducción de la ventaja injusta en el artículo 1302.3 CC, 
segundo párrafo

El artículo 1302.3 CC, segundo párrafo, dice así:

«Los contratos mencionados en el párrafo anterior también 
podrán ser anulados por la persona a la que hubiera correspondido 
prestar el apoyo. En este caso, la anulación solo procederá cuando 
el otro contratante fuera conocedor de la existencia de medidas de 
apoyo en el momento de la contratación o se hubiera aprovechado 
de otro modo de la situación de discapacidad obteniendo de ello 
una ventaja injusta».

107 El propio preámbulo de la LRPAD se refiere a las personas con discapacidad 
como las más vulnerables de la sociedad.

108 Así, en el Código de Consumo de Cataluña, en su artículo 251-6.3, y haciendo 
referencia a los precios de los servicios, observamos una referencia a la vulnerabilidad 
situacional (protección state-based). Dicho artículo dice «No pueden cobrarse precios abu-
sivos, especialmente si las circunstancias particulares del caso menguan la libertad de elec-
ción de la persona consumidora.». Así pues, este concepto, dinámico, permite construir un 
concepto de vulnerabilidad menos rígido que el que se basa exclusivamente en la perspec-
tiva que tipifica una clase como merecedora de protección (por ejemplo, el contratante con 
discapacidad o la gente mayor). El artículo 56 CC también se incardina en esta idea de 
protección situacional.
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La lectura del precepto nos invita a reflexionar sobre dos posi-
bilidades de interpretación con relación a la posibilidad de instar la 
anulabilidad por parte de los prestadores de apoyo:

a) «la anulación solo procederá cuando el otro contratante 
fuera conocedor de la existencia de medidas de apoyo en el momen-
to de la contratación»:

Con relación a ello, caben hacer una doble interpretación: la 
primera es la que limita la legitimación únicamente al conocimien-
to de la existencia de medidas de apoyo en la persona con discapa-
cidad 109. Bajo nuestro punto de vista, y en consonancia con lo 
dicho con relación al primer párrafo del artículo 1302.3 CC, esta 
primera posibilidad (para que prosperara la acción) requeriría en la 
otra contraparte la obtención de una ventaja injusta 110. Como ya 
hemos advertido, esta primera interpretación no sería conforme 
con lo establecido por la CDPDNY ni con lo que determina la 
LRAPD, ya que ello presupondría que las personas con discapaci-
dad necesitan un requerimiento adicional para contratar: el apoyo. 
Ello nos lleva, pues, a la segunda interpretación del precepto cual 
es que la anulación procederá cuando el otro contratante hubiera 
sido conocedor de la existencia de medidas de apoyo en el momen-
to de la contratación y hubiera obtenido una ventaja injusta. Es 
necesario extender, pues, este segundo elemento ya que, de confor-
midad con la reforma operada por la LRAPD, la posibilidad de 
anular el contrato no puede depender ni de la falta de apoyo ni del 
conocimiento de la falta del mismo en la contraparte, sino que lo 

109 Recordemos que si los apoyos tienen facultades representativas, el contrato cele-
brado –bajo la opinión de algunos autores– sería nulo (ex art. 269.3 CC). Así lo justifica 
Ruiz-Rico Ruiz (2022, p. 87) «si no concurre el consentimiento del prestador de apoyos 
representante, en tanto estemos dentro del concreto ámbito representativo asignado, el con-
sentimiento del discapacitado, no sólo es insuficiente, sino que es improcedente e irrele-
vante, puesto que carecerá totalmente de legitimación para celebrar ese contrato, negocio o 
acto jurídico. Por lo tanto, la falta de intervención del único legitimado (el prestador repre-
sentante) debería dar lugar a la nulidad de pleno derecho, ahora sí, por falta de un efectivo 
consentimiento contractual».

110 En otro sentido, alguna doctrina entiende que las circunstancias establecidas por 
el artículo 1302.3, segundo párrafo, son de carácter alternativo, es decir, que dándose algu-
nos de los dos supuestos que fija la norma el titular de los apoyos contará con legitimación 
para instar la acción de anulabilidad del contrato celebrado por la persona con discapaci-
dad si contar con los apoyos provistos, cfr. Egusquiza Balmaseda, 2023, p. 1171. En el 
sentido que hemos anotado y que defendemos, véase lo señalado por García Rubio y 
Varela Castro (2022, pp. 661 y 663), apuntando dichos autores que «pero además, tal y 
como está redactado el párrafo del artículo 1302.3 CC que ahora nos ocupa, parece claro 
que esta primera circunstancia no puede radicar exclusivamente en el hecho de que el otro 
contratante conociera la existencia de las medidas de apoyo, sino que, sobremanera, es 
preciso que de ese conocimiento haya obtenido un aprovechamiento, con el consiguiente 
quebranto para el contratante con discapacidad, como bien se deduce de la locución «de 
otro modo» recogida en la norma».
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relevante es el aprovechamiento injusto de la situación de vulnera-
bilidad que rodea las personas con discapacidad.

La primera interpretación, como vemos, prescinde del elemen-
to objetivo, es decir, pasa por alto la obtención de una ventaja 
injusta –elemento objetivo– en la contraparte, y, por lo tanto, es 
independiente del resultado económico del contrato. No comparti-
mos dicha interpretación ya que, por ejemplo, si los apoyos tuvie-
ran (excepcionalmente) facultades representativas porque se han 
establecido medidas de garantía que incidieran precisamente en la 
eficacia de las facultades dispositivas de la persona con discapaci-
dad, el contrato sería nulo (sin necesidad de que hubiera lesión o 
ventaja injusta). La curatela o los apoyos con facultades represen-
tativas son la excepción a la norma general, como venimos dicien-
do, y por ello la lógica interpretación del artículo 1302.3 CC impli-
ca que el supuesto de hecho de la norma parta de un contratante 
con discapacidad que puede y debe prestar el consentimiento, sólo 
que además necesitaba el prestador de apoyos (es decir, la concu-
rrencia del consentimiento del prestador para aquel contrato o 
negocio para el que era necesaria su intervención). En otras pala-
bras, el artículo 1302 CC no se refiere ni a una curatela representa-
tiva ni a una medida de apoyo con facultades representativas 111. 
Esta primera interpretación no la compartimos porque como hemos 
subrayado la mera falta de apoyos no puede limitar per se la capa-
cidad jurídica de la persona que contaba con los mismos. Por lo 
tanto, esta circunstancia debe ir unida la obtención de una ventaja 
injusta. La interpretación que prescinde del elemento objetivo de la 
figura se aleja de la ventaja injusta para aproximarse a un supuesto 
típico de la influencia indebida 112.

b) «o se hubiera aprovechado de otro modo de la situación de 
discapacidad obteniendo de ello una ventaja injusta»:

La segunda parte del precepto ya resulta más clara cuando 
señala que «se hubiera aprovechado de otro modo de la situación 
de discapacidad obteniendo de ello una ventaja injusta». Aquí si 
observamos la relación de elementos subjetivos (el aprovecha-
miento y la situación de discapacidad en uno de los contratantes al 
que se la han previsto medidas de apoyo) y objetivos (ventaja injus-
ta como elemento objetivo). Esta parte del artículo se puede rela-
cionar con lo que señala la norma catalana «y la otra parte conocía 

111 Ruiz-Rico Ruiz (2022, p. 87).
112 En la undue influence el acento se sitúa en la situación de debilidad, confianza o 

dependencia de la parte contratante, situación que es aprovechada por la otra (Infante 
Ruiz, RDC, 2021, p. 6). Sobre la misma figura, véase la monografía de Infante Ruiz, 
2022, pp. 21-202.
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o debía conocer esta situación, se aprovechó de ello»; por lo tanto, 
aun no siendo conocedor (se puede generar cierta confusión con 
dicha expresión «conocía o debía conocer esta situación»; ¿se está 
refiriendo al supuesto de la existencia de medidas de apoyo? ¿o a la 
situación de discapacidad, con o sin medidas de apoyo previstas?) 
era inexcusable que no lo fuera (o es razonable pensar que la parte 
beneficiada era conocedora de la existencia de medidas de apoyo o 
de la situación de discapacidad) y por ello, la obtención de la ven-
taja injusta se produce como consecuencia de ello. Algunos autores 
señalan que con dicha expresión el legislador deja la puerta abierta 
a todo tipo de situaciones en las que el otro contratante ha obtenido 
una ventaja que, por el hecho de hacerlo aprovechándose de la dis-
capacidad de la persona, tendría la condición de injusta 113.

Huelga decir aquí que, en el marco del Derecho contractual 
europeo y con relación a este segundo elemento subjetivo relativo 
al aprovechamiento, el acento en la figura de la ventaja injusta se 
sitúa, en cierta medida, en la explotación consciente del estado de 
debilidad de la parte en desventaja, es decir, en uno de los elemen-
tos subjetivos (podemos hablar de una suerte de «cuasi dolo»). 
A pesar de ello, lo que no parece que la norma reclame es que la 
parte beneficiada fuera consciente, además, del exceso o de la 
injusticia grave de la ventaja obtenida (del elemento objetivo). 
Entendemos que es suficiente que se aprovechara con conoci-
miento del estado de debilidad de la otra parte. Cabe matizar esta 
afirmación; en efecto, Badosa contempla la posibilidad de separar 
lo que es el conocimiento del estado de debilidad de la otra parte 
de la cognoscibilidad en relación con la merma de capacidad de 
negociación provocada por su influencia; es decir, el beneficiado 
puede conocer la relación de dependencia existente entre ambas 
partes e incluso la situación de vulnerabilidad de la otra o la disca-
pacidad en el caso de la reforma del Código civil, pero desconocer 
que su influencia pueda afectar/mermar la capacidad de negocia-
ción de la otra parte; o a la inversa, puede ser consciente de la 
merma de capacidad negociadora 114 de la otra parte y desconoce-
dora de la situación que la provoca 115. Lo señalado por el artículo 

113 Alberruche Díaz-Flores, 2022, p. 507.
114 Nótese que aquí, cuando nos referimos a la merma de la capacidad negociadora, 

no estamos poniendo en duda la capacidad jurídica de las partes. Lo que queremos decir es 
que hay un catálogo de circunstancias que pueden dificultar la capacidad de negociación 
de las partes (no sólo la discapacidad), circunstancias que se relatan, por ejemplo, en el 
artículo 621-45 CCCat: «una de las partes dependía de la otra o mantenía con ella una 
relación especial de confianza, estaba en una situación de vulnerabilidad económica o de 
necesidad imperiosa, era incapaz de prever las consecuencias de sus actos, manifiestamen-
te ignorante o manifiestamente carente de experiencia, etc».

115 Badosa Coll, 2014-2016, p. 391.



572 Rosa Barceló Compte Estudios monográficos

ADC, tomo LXXVII, 2024, fasc. II (abril-junio), pp. 537-588

1302.3 CC, segundo párrafo (o se hubiera aprovechado de otro 
modo de la situación de discapacidad) nos dirige a esta última 
línea: era inexcusable para la contraparte el desconocer tal situa-
ción de discapacidad.

Señalan los comentarios oficiales al DCFR que generaría dema-
siada inseguridad la posibilidad para la parte débil de dar por ter-
minado o solicitar la revisión del contrato cuando la parte que 
resulta aventajada ni conocía ni razonablemente podía conocer el 
contexto negocial en el que se encontraba la parte en desventaja 116. 
¿Cuál es, por tanto, el grado de conocimiento del estado de debili-
dad exigible a la parte beneficiada 117? El artículo 4:109 PECL 
señala que «the other party knew or ought to have known»; en una 
misma línea se postula el DCFR («knew or could reasonably 
expected to have known this») y así lo adopta el legislador catalán 
(«conocía o debía conocer»). Fijémonos que es la misma estructura 
que adopta el legislador de la reforma del Código civil: «o se hubie-
ra aprovechado de otro modo». En base a lo hasta ahora expuesto, 
será de interés abordar la perspectiva de la ventaja injusta desde la 
parte beneficiada. Bigwood define la explotación como aquella 
actitud de «taking unjust advantage of another for one’s own advan-
tage or benefit» 118. La cuestión, entendemos, debe examinarse 
desde la justicia procedimental: la intencionalidad de la parte bene-
ficiada debe observarse en los términos de la autonomía de la parte 
débil, que es a quién se dirige la norma (en el marco del Código 
civil recordemos que la norma se dirige a normalizar la contrata-
ción con personas con discapacidad).

La explotación en los casos de ventaja injusta es una explota-
ción pasiva; no llega al nivel del vicio del consentimiento consis-
tente en el dolo, ni siquiera el incidental, o la violencia; (porque la 
parte beneficiada no ha sido activa en la creación de un estado o 
contexto negocial determinado que ha debilitado la emisión de un 
consentimiento totalmente libre por la otra parte, cosa que sí se da 
en los supuestos enmarcados en un vicio del consentimiento 119. 
Por ejemplo, los supuestos que describen los textos del soft law 
como situaciones en las que se puede encontrar la parte débil no 

116 Study group on a European civil code y the research group on EC pri-
vate law [ACQUIS group], 2009, p. 508.

117 En el contexto italiano, para poder rescindir el contrato por lesión, no cabe 
demandar de la parte beneficiada una actitud activa sino que es suficiente que dicha parte 
tenga conocimiento del estado o condición de «minorazione» de la otra, cfr. Perfetti, 
Rivista di Diritto Civile, 2009, p. 675).

118 Bigwood (2005, pp. 76-78), establece que «what exploiters exploit in an act of 
contractual exploitation, then, is a strategic or relative advantage over their exploitee-typi-
cally, superior bargaining capacity, ability, or opportunity –rather than a substantive or 
material advantage– the contract and its (typically unbalanced) terms themselves».

119 Palazón Garrido, 2016, p. 1304.



573Contratación por personas con discapacidad y ventaja ...

ADC, tomo LXXVII, 2024, fasc. II (abril-junio), pp. 537-588

han sido creados por la parte que resulta beneficiada por el contra-
to, tampoco el supuesto de discapacidad tras la reforma del Código 
civil). Existe una forma de presión menos directa que la prevista en 
otros vicios del consentimiento. Podemos hablar de una suerte de 
explotación por omisión: la parte beneficiada se aprovecha inten-
cionadamente o de una forma imprudente (inexcusable) de la situa-
ción en la que se encuentra la otra parte 120. En la contratación con 
personas con discapacidad, a las que ya se les presume la capaci-
dad como a los demás, lo que persigue la reforma es que la contra-
tación con los mismos sea con pleno conocimiento de lo pactado; 
por ello se prevén las medidas de apoyo y, ante el supuesto de una 
situación descrita como la de la ventaja injusta, se permite instar la 
anulación del contrato.

La situación de debilidad descrita por la figura de ventaja injus-
ta solo adquiere relevancia en términos jurídicos cuando esta resul-
ta en un contrato altamente desequilibrado. Y así lo exige, también, 
el artículo 1302.3 CC. Existe un contexto negocial que propicia 
una voluntad que no basta, per se, para anular el contrato. La insti-
tución se triangula entre el elemento objetivo de la desproporción y 
los subjetivos divididos en el estado negocial en el que se encuen-
tra una parte (en el caso de la reforma, la discapacidad y la provi-
sión de medidas de apoyo) y el elemento relativo a la explotación 
de dicho estado por la otra, mermando su capacidad de negocia-
ción y resultando en la celebración de un contrato altamente injus-
to. Si alguno de los tres elementos no concurre, la acción no debe-
ría prosperar. De este modo se protege el interés de la contraparte 
que, recordemos, no ha causado el estado de debilidad (o la situa-
ción de discapacidad) del contratante débil. Este contratante más 
fuerte sólo se verá perjudicado si se aprovecha injustificadamente 
de la situación de discapacidad de la otra parte obteniendo, a través 
de ello, una ventaja injusta 121.

Ello nos lleva a considerar que esta situación determina una 
carga prenegocial implícita en la parte beneficiada por el negocio 
jurídico; ante una demanda de anulación del contrato por ventaja 
injusta, si contemplamos la posibilidad de presumir dicha explota-
ción cuando la desproporción exceda del 50% del valor total del 
intercambio (en una propuesta de lege ferenda), cabe la posibilidad 
de que la parte demandada refute dicha presunción alegando la 

120 Asimismo, el autor propone que el foco de atención recaiga en la conducta de la 
parte beneficiada; cfr. Bigwood (Oxford Journal of Legal Studies, 1996, p. 509:): «The 
corollary of this reasoning is that the emphasis of the legal and equitable doctrines com-
monly relied upon in transaction avoidance cases should reside less in notions of “free-
dom” or “voluntariness” simpliciter, than in notions of “wrongful conduct” or “unfair-
ness”».

121 García Rubio y Varela Castro, 2022, p. 665.
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inexistencia de un abuso o explotación del estado de debilidad de la 
otra parte. Sin embargo, en base a lo expuesto hasta ahora, el cono-
cimiento de esta parte no sólo se limita al estado negocial negativo 
del contratante, sino que tiene relevancia la cognoscibilidad, tam-
bién, de la merma de la actitud para negociar, sin que tenga que ser 
consciente de la situación que la provoca. Todo ello dificulta, en 
parte, las posibilidades de éxito ante una demanda, porque es una 
carga que se traslada a un estadio precontractual.

Autores como Bigwood proponen pasar de un estadio de ex 
post al ex ante; es decir, examinar la explotación desde la perspec-
tiva de la parte beneficiada, que no consideró los intereses de la 
parte perjudicada 122. Desde un punto de vista de justicia procedi-
mental, la intencionalidad de una parte de sacar provecho del esta-
do de debilidad de la otra cabría examinarla a la luz de la autono-
mía de la otra parte (su capacidad o no de actuar libre y 
conscientemente) 123. Ello nos lleva a analizar el principio de la 
libertad contractual en un sentido sustantivo. Significa que la pro-
tección de la parte débil puede operar a través de la promoción de 
una libertad contractual entendida en sentido material; es decir, 
mediante un control más extenso del proceso de contratación del 
contrato, que persiga asegurar el ejercicio idóneo de libertad con-
tractual de la parte más débil 124: que el consentimiento que se pres-
te sea plenamente consciente o tienda a ello, más allá de que sea 
libre y exacto. La explotación, desde este punto de vista situado ex 
ante, se caracteriza porque hay una conducta que no cumple con un 
estándar específico (relativo a no aprovecharse indebidamente del 
contexto negocial en el que se encuentra la parte débil o de la 

122 Ello nos lleva a considerar, también, cuál es la carga de información exigible a la 
parte beneficiada. El deber de informar puede constituir una manifestación general de la 
buena fe en la perfección y ejecución del contrato; se puede incorporar en los códigos 
civiles como principio general o bien en sede de los contratos en particular. Así, el CCCat, 
por ejemplo, concreta el deber de información en las disposiciones generales relativas al 
contrato de compraventa en el artículo 621-7, que reza así: «El vendedor, antes de la con-
clusión del contrato, debe facilitar al comprador la información relevante sobre las caracte-
rísticas del bien, teniendo en cuenta los conocimientos de las partes, la naturaleza y el coste 
de la información, así como las exigencias que resulten de la buena fe y la honradez de los 
tratos».

123 Bigwood (2005, p. 77): «The function of (common law) regulation in this con-
text, therefore, is not to require parties to abandon the normal assumptions and risks of 
bargaining –Bargains are not struck in an altruistic environment of mutual enlightenment– 
and so the legal norms that relevantly pertain to commercial bargaining activity, including 
those that concern the limits of advantage-taking in that context, must reflect the special 
features and operational imperatives of free competitive bargaining, wherein «deception» 
and «pressing for advantage» are natural features of the game».

124 Cherednychenko (2007, p. 10) «(...) to which extent the weaker party must be 
protected in order to be able to enjoy a real freedom of contract, or, in other words, where 
the freedom of one party ends and the freedom of the other party begins». En un mismo 
sentido, véase Grundman, 2005, ERCL, p. 195. Véase, también Colombi Ciacchi, 2010, 
ERCL pp. 303-318.
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merma de aptitud o capacidad de negociación) 125 que se puede tra-
ducir en una intención de explotar o bien, aunque no exista dicha 
intención, existe una explotación inconsciente de las circunstancias 
de la otra parte («full exploitative intention or advertent reckless-
ness»). Desde esta perspectiva puede entablarse una suerte de pre-
sunción de la cognoscibilidad del estado de debilidad de la otra 
parte ante un contrato injusto, es decir, la parte beneficiada es cons-
ciente de la situación de debilidad de la otra parte (o hay indicios 
suficientes como para que debiera conocerlo). Bigwood señala que 
los casos de explotación pueden caracterizarse como violaciones 
de una norma del tipo de la legal neighbourhood, o norma de la 
comunidad, significando que las partes, en cualquier negociación, 
deben considerar o apreciar los intereses de la otra parte 126, de los 
que puede emanar un deber de cooperación entre las partes en la 
fase precontractual 127. Este tipo de normas deben definir y delimi-
tar las relaciones negociales precontractuales 128. Lo que persiguen 
no es tanto entregar la posibilidad a la parte débil de anular el con-
trato sino de revestirla de inmunidad ante la posibilidad de que, sin 
un consentimiento del todo consciente, celebre contratos perjudi-
ciales para sí 129, expresando, una vez más, la idea de potenciar la 
autonomía de la voluntad – en sentido sustantivo– de la parte débil. 
Y ello es precisamente lo que persigue la reforma de la LRAPD: 
potenciar la autonomía de las personas con discapacidad, autono-
mía que se les presume como a cualquier otro contratante sin disca-
pacidad. Doctrinas como la de la legal neighbourhood permiten 
prevenir la realización de contratos injustos o altamente desequili-

125 Una de las figuras afines de la ventaja injusta es la undue influence del derecho 
contractual inglés. Nótese que, como señala Infante Ruiz (RDC, 2021, p.4) la undue 
influence no es una limitación impuesta en la esfera de actuación del contratante vulnera-
ble, sino un remedio que opera como una especie de constricción ético-jurídica sobre la 
actuación del contratante beneficiado o receptor de la transmisión.

126 El autor también reseña la teoría moral que considera la explotación como una 
violación del deber de proteger al vulnerable, relacionándolo con una forma de violencia, 
«a flagrant violation of the moral duty to protect the vulnerable – a positive negation by the 
strong of their special responsibilities toward the weak», cfr. Bigwood, 2005, pp. 85-86.

127 Cfr. Van Erp (2011, p. 497), señalando el autor que el principio de la buena fe 
propio de los códigos civiles continentales, según en qué ordenamiento, es más o menos 
intenso en las relaciones precontractuales.

128 Algunos deberes que emanarían de esta norma serían los siguientes: recomendar 
a la parte débil que se asesore, explicar por sí mismo la operación contractual, proporcio-
nar la información que no sea accesible a la otra parte o corregir algunos errores asumidos, 
etc.

129 Bigwood (2005, p. 86): «legal neighborhood does not function here to give P 
any sort of claim-right against D, but rather to invest P with an “immunity” against having 
her resources transferred away from her (under the colour of an objective contract) without 
her fully responsible consent. Also, the point of recognizing both the moral duty of protect-
ing the vulnerable and the juristic disability of legal neighbourhood is to prevent vulnera-
ble persons from coming to harm, which can be understood in terms of the vulnerable 
person’s welfare interests, autonomy interests, or both».
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brados para una de las partes, como un reflejo, pues, de justicia 
distributiva 130. La norma de la legal neighbourhood enlaza con la 
ventaja injusta ya que adquiere relevancia cuando se da un contex-
to negocial determinado en el que se ve envuelta una de las partes 
que lo hace susceptible de ser explotada o aprovechada por la otra 
parte contratante 131. Es decir, existe la posibilidad de que se explo-
te un contexto negocial determinado 132.

2.4.  De la doble presunción al éxito de la acción de anulación 
del contrato

Como se observa de la regulación de la figura, ya sea con alcan-
ce general (por ejemplo, véase el art. 621-45 CCCat), o con carác-
ter limitado (art. 1302.3 CC), a nivel procesal las posibilidades de 
éxito de la acción dependerán, en gran parte, pues, del logro proba-
torio con relación a los elementos que conforman la figura (espe-
cialmente la ventaja obtenida y el abuso y conocimiento del estado 
de debilidad, en el caso de la reforma, de la prescindencia de las 
medidas de apoyo precisas para el contratante con discapacidad). 
Por todo ello, el resultado favorable al contratante con discapaci-
dad se verá condicionado por la actividad probatoria desplegada, lo 
que elevará el nivel de exigencia y dificultará, en consecuencia, el 
éxito de la impugnación del contrato celebrado. Bajo nuestro punto 
de vista, si la parte que obtiene la ventaja o desproporción excesiva 
en el intercambio de prestaciones no podía saber (era excusable tal 
ignorancia 133) que la otra se encontraba en una situación de debili-
dad, es decir, que era un contratante con discapacidad al que se le 

130 Lo que nos lleva a constatar que el Derecho de contratos tiene connotaciones de 
justicia distributiva, a pesar de la tradicional concepción aristotélica que limitaba la justicia 
conmutativa o correctiva al Derecho contractual, cfr. Rutgers, 2016, p. 540: «Thus, with-
in national literature on contract law, it has been generally acknowledged that contract law 
is not neutral, but has distributive consequences.»

131 Si bien tal doctrina (la de la legal neighbourhood) conecta principalmente con 
figuras propias del common law tales como la undue influence o la unconscionability. La 
equivalencia de las doctrinas del common law con la ventaja injusta ya ha sido constatada, 
supra, en este trabajo (véase el epígrafe 2.1).

132 La diferencia que señala Bigwood (2005, p. 90), entre entender las situaciones 
creadas por la ventaja injusta desde una perspectiva ex ante (como una conducta negligen-
te) o ex post (explotativa) son que en este último caso, la norma de la legal neighbourhood 
se activaría sólo en los casos en que la parte fuerte tuviera conocimiento de las condiciones 
que pudieran obligarle a tener en cuenta los intereses de la otra parte; en los casos de negli-
gencia, se rebajaría el nivel de conocimiento exigible a la parte fuerte (cabría determinar si 
una persona razonable, en la misma situación que la parte fuerte, habría conocido la posi-
bilidad de que la otra parte se encontraba en una situación de mayor debilidad contractual).

133 Es decir, la acción no debería prosperar cuando la ignorancia de las circunstan-
cias de la otra parte es excusable: es decir, cuando el conocimiento de la situación de dis-
capacidad y de la existencia de medidas de apoyo no se habrían podido apreciar, tampoco, 
ni mediante el empleo de una diligencia media o regular.
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habían previsto medidas de apoyo (o no podía razonablemente 
tener la mera sospecha de que era un contratante con discapacidad, 
si entendemos que este aprovechamiento no sólo se puede dar de la 
prescindencia de las medidas de apoyo sino, también, de la mera 
situación de discapacidad per se) el contrato no podría ser anulado. 
La situación, en el marco de la contratación con contratantes con 
discapacidad, será compleja ya que la reforma sitúa estos datos en 
un ámbito de publicidad restringida; es decir, la contraparte o parte 
beneficiada por el contrato no necesariamente ha de conocer la 
existencia de medidas de apoyo precisas para la celebración del 
contrato si no están inscritas en el Registro civil (ex arts. 300 CC y 
4.11 y 72.1 de la Ley del Registro Civil –LRC–). Pero es que, ade-
más, el problema actualmente reside en la publicidad restringida 
que concede la LRC a los datos relativos a la discapacidad y a la 
existencia de medidas de apoyo, al que los terceros no tienen acce-
so (arts. 83.1 y 84 LRC). Ello puede justificar/acreditar el descono-
cimiento real de la discapacidad en el otro contratante. Por otro 
lado, lo que parece indiscutible es que el conocimiento requerido 
es un conocimiento efectivo en el momento de la contratación 134.

Dada la dificultad probatoria señalada supra, consideramos que 
el elemento objetivo de la desproporción entre las prestaciones 
podría presumirse (en una propuesta de lege ferenda), como ya se ha 
dicho, 135 cuando alcanzara el umbral de la mitad 136. Es decir, podría-
mos presumir la existencia de una ventaja injusta (elemento objeti-
vo) cuando el desequilibrio entre las prestaciones de las partes consi-
guiera llegar al límite del cincuenta por ciento. En tal propuesta, la 
parte perjudicada (el contratante con discapacidad o su prestador de 
apoyo, al estar legitimado), debería probar que en el momento de la 
conclusión del contrato el valor de la contraprestación que recibió 
fue inferior a la mitad del valor de su prestación; probado ello, se 
presumiría el elemento objetivo de la norma. La acreditación de esta 
asimetría prestacional reduciría la arbitrariedad judicial ante la difi-
cultad de determinar qué se entiende por desproporción excesiva 

134 Como señalan Vázquez de Castro, Estancona Pérez (2022, p. 235), «de esta 
manera, podría considerarse que se aumenta la seguridad jurídica pero se restringe la posi-
bilidad de impugnar este tipo de contratos y, en consecuencia, se disminuye la protección 
de las personas con discapacidad».

135 Así lo apunta, también, Gómez Buendía (Revista General de Derecho Romano, 
2016, p. 19), aproximando la figura al abuso de circunstancias y conjugando las figuras de 
la rescisión por lesión y la ventaja injusta en una de sola.

136 Bajo nuestro punto de vista, la consideración del umbral de la mitad como ele-
mento objetivo con el que medir la desproporción es preferible a otros criterios (por ejem-
plo, podría, también, tomarse la referencia numérica del art. 1291.1 CC, es decir, presumir 
la desproporción cuando la «lesión» excediera de la cuarta parte, pero bajo nuestro punto 
de vista presumir el desequilibrio y los elementos subjetivos descritos por la figura de la 
ventaja injusta superado dicho umbral del 25% nos parece un tanto excesivo, aun siendo la 
presunción iuris tantum).
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entre las prestaciones y preservaría, asimismo, la seguridad contrac-
tual 137. Además, sería conveniente establecer una segunda presun-
ción, tal y como hace la lesión quebequense 138: a partir del desequi-
librio importante entre las prestaciones contractuales (presumido, 
asimismo, en el umbral del cincuenta por ciento), podríamos presu-
mir 139, también, los dos requisitos subjetivos: el abuso de dicha 
situación con el fin de obtener un beneficio excesivo o una ventaja 
manifiestamente injusta 140, 141 así como, también, la vulnerabilidad, 
recogida en el Código civil por una situación de discapacidad limita-
da a la prescindencia de las medidas de apoyo previstas. Ello facilita-
ría la carga probatoria de las circunstancias subjetivas a la parte débil 
(al contratante con discapacidad o, en su caso, al prestador de apo-
yos). En resumen, presumido el elemento objetivo alcanzado el 
umbral del 50%, podemos presumir los elementos subjetivos que 
describe el artículo 1302.3 CC, segundo párrafo: que el otro contra-
tante era conocedor de la existencia de medidas de apoyo en el 
momento de la contratación o que se había aprovechado de otro 
modo de la situación de discapacidad y la situación de discapacidad 
del contratante perjudicado al que se le habían constituido medidas 

137 Por ejemplo, en la propuesta de lesión que hacía en el 2006 para la legislación 
francesa Chantepie (2006, pp. 491 ss.), establecía la presunción de que una lesión 
superior al 50% debía considerarse importante. Así, su proposición era la siguiente: 
«Art. 1118 C.civ: La lésion est une cause de révision des contrats lorsqu’elle crée un désé-
quilibre important entre les prestations échangées au jour du contrat. Un déséquilibre qui 
excède de plus de moitié la valeur des prestations fournies est présumée important. Néan-
moins, à titre exceptionnel, le juge peut tenir compte dans l’appréciation de la lésion de 
toutes les circonstances qui ont entouré la conclusion du contrat».

138 El artículo 1406.1 del Código civil de Québec señala: «La lésion résulte de l’ex-
ploitation de l’une des parties par l’autre, qui entraîne une disproportion importante entre les 
prestations des parties; le fait même qu’il y ait disproportion importante fait présumer l’ex-
ploitation». Vemos, sin embargo, que el legislador quebequense, a pesar de crear una presun-
ción de explotación, sigue apostando por una referencia indeterminada de desproporción 
(«disproportion importante»), aunque exceda palmariamente de lo que se considera «justo», 
cfr. Pineau, Burman, Gaudet (2001, p. 219): «En d’autres termes, le défaut d’équivalence 
des prestations résulterait d’un abus de la puissance économique ou autre d’une partie 
contractante à l’égard de l’autre, ce qui conférerait à la première un avantage excessif, dépas-
sant outrageusement la mesure de ce qui est juste». La lesión quebequense establecida en el 
artículo 1406.1 del código, sitúa el acento en la protección de la parte perjudicada y en el 
«daño» que dicha parte sufre como consecuencia de la explotación de la otra parte; «in this 
sense, lesion is nothing more than a specific form of bad faith that the legislature has express-
ly decided to sanction», véase Crépeau, Charpentier, 1998, p. 105.

139 Véase también la presunción que proponen Bosch Capdevila, Del Pozo 
Carrascosa, Vaquer Aloy, 2016, pp. 42 y 201.

140 Así lo señala, también, Ginés Castellet, InDret, 2016, p. 31.
141 En el «Study Group on the Progressive Codification of International Trade Law, 

Report on the 2nd Session of the Study Group held in Rome from 5 to April 1982» ya se 
proponía la presunción de que la ventaja injusta proviniera de una excesiva desproporción 
entre las prestaciones que alteraran el equilibrio contractual. Pero dicha propuesta fue 
rechazada por la dificultad que podría tener la parte fuerte de refutar la presunción si sólo 
la parte débil podía aportar prueba sobre la ausencia de algún signo de explotación, cfr: 
International Institute for the Unification Of Private Law, 1982, pp. 8-9.
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de apoyo 142. Ello facilitaría la apreciación de los requisitos apunta-
dos por los elementos subjetivos de la figura y correspondería a la 
parte beneficiada por el contrato la carga de probar que no había 
abusado o no se había aprovechado de la situación de la otra parte y 
que el contratante perjudicado ni era una persona con discapacidad 
ni tenía medidas de apoyo previstas.

De lege lata, como decimos, el problema reside, entre otros, en 
la publicidad restringida de los datos relativos a la discapacidad y a 
la existencia de medidas de apoyo 143, ya que será muy difícil para 
el contratante con discapacidad acreditar que el otro era conocedor 
de dicha circunstancia, aunque recordemos que el artículo también 
cubre aquellos casos en los que se hubiera aprovechado de otro 
modo (lo cual nos hace pensar que aunque la parte beneficiada 

142 Nótese que en la figura de la undue influence también existe un juego de presun-
ciones: hay dos clases de undue influence: a) la actual undue influence y la que nos interesa, 
la presumed indue influence: esta última señala que no es necesario demostrar que se ejerció 
la presión indebida; el demandante solo debe probar la relación existente entre ambos con-
tratantes; una vez probada ello, la carga de la prueba se traslada al demandado quien debe 
demostrar que el demandante celebró el negocio jurídico libremente, por ejemplo, acredi-
tando que tuvo asesoramiento independiente, cfr. Infante Ruiz, RDC, 2021, p. 8.

143 Aquí se puede criticar que los datos relativos a las medidas de apoyo tengan 
publicidad restringida (art. 83 b LRC) cuando lo idóneo hubiera sido que sólo los datos 
relativos a la discapacidad fueran especialmente protegidos, cfr. Martínez Calvo, Revis-
ta Científica de Derecho de la Discapacidad, 2022, pp. 403-404. Además, la legitimación 
establecida por el artículo 84.1 LRC dificulta que el tercero pueda acceder a dichos datos. 
Señala dicho autor que lo adecuado hubiera sido que la propia norma estableciera que, con 
relación a la inscripción de las medidas de apoyo, el asiento correspondiente no expresara 
todas las circunstancias contenidas en la resolución judicial o la escritura por la que se 
establecen, sino que se limitara a incluir la existencia y el contenido de las medidas, tal y 
como prevé el artículo 242 bis 2 de la Ley Hipotecaria para la publicidad de las medidas de 
apoyo en el Registro de la Propiedad. Además, ello puede comprometer la seguridad del 
tráfico ya que puede desincentivar a los terceros a entablar cualquier tipo de relación jurí-
dica con una persona respecto de la cual se tenga la mínima sospecha de que pueda encon-
trarse en una situación de discapacidad. Así, el mismo autor señala que lo preferible sería 
que el encargado del Registro Civil decidiera caso por caso si existe o no un interés legíti-
mo del tercero que pretenda acceder a él y con base a ello admitiera o denegara el acceso. 
Claro que, ante la demanda de anulabilidad presentada por la parte con discapacidad, de 
alguna forma ya se revelará la existencia de medidas de apoyo ya que, con la regulación 
actual, a ella corresponderá la carga de la prueba de acreditar la prescindencia de las medi-
das de apoyo y el abuso de la otra parte, así como el aprovechamiento de dicha situación 
(lo cual conllevará acreditar que la parte beneficiada era conocedora o debía serlo de la 
situación de discapacidad –prescindiendo de las medidas de apoyo– en la contraparte). En 
nuestra propuesta de presunciones, al presumir que una ventaja superior al 50% permitiría 
presumir, a su vez, no sólo el aprovechamiento de la situación de discapacidad sino, tam-
bién, la propia situación de debilidad relativa a la discapacidad, cabría legitimar al deman-
dado –parte beneficiada– la posibilidad de acceder a dichos datos con la finalidad de reba-
tir las presunciones recogidas en la acción presentada por la parte perjudicada ya que, 
como hemos dicho, la ventaja injusta exige, para que prospere una acción en tal sentido, la 
existencia de los tres elementos descritos. En la regulación actual de la ventaja injusta, y 
con relación a los elementos subjetivos, además del aprovechamiento, únicamente la pres-
cindencia de las medidas de apoyo puede dar lugar a la anulabilidad, no la mera situación 
de discapacidad. En la propuesta de aplicación generalizada, además de dicha omisión, 
también la situación de discapacidad per se sería un factor que considerar para revelar la 
situación de vulnerabilidad en la parte perjudicada por el contrato, es decir, conformaría 
igualmente uno de los elementos subjetivos de la figura de la ventaja injusta.
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fuera ignorante de la existencia de medidas de apoyo, era inexcusa-
ble que ignorara que la otra parte era un contratante con discapaci-
dad o no era justificable no tener la mera sospecha de ello). Por 
ello, la presunción propuesta de lege ferenda, permitiría superar el 
escollo de la publicidad de dichos datos. De otro modo, si la venta-
ja excesiva no llegara al umbral del cincuenta por ciento, la acción 
igualmente podría prosperar pero el nivel de exigencia probatoria 
se elevaría para el demandante (contratante con discapacidad o 
prestador de apoyos) 144.

Más allá de esta doble presunción que se hubiera podido valo-
rar en la redacción de la norma actual del artículo 1302.3 CC, y de 
lege ferenda, creemos que el remedio de la ventaja injusta hubiera 
exigido una generalización en su aplicación, no limitada a los con-
tratantes con discapacidad que han celebrado un contrato prescin-
diendo de las medidas de apoyo. Esta generalización, además, sería 
doble: por un lado, con relación a la contratación en general, ya 
que permitiría la introducción de la figura de la ventaja injusta; por 
otro lado, con relación a la discapacidad, se aplicaría en cualquier 
supuesto de contratante con discapacidad, en aras a facilitar la 
prueba del elemento subjetivo.

Es decir, la introducción de una norma con alcance general pro-
tegería, también, al contratante con discapacidad que no tuviera 
formalizadas las medidas de apoyo y que hubiere celebrado un 
contrato altamente contrario a sus intereses atendida su situación 
de vulnerabilidad. Ello no iría en contra del objetivo de la LRAPD 
ni del CDPDNY porque obviamente un contratante con discapaci-
dad es más vulnerable que los demás (pero no menos capaz); como 
señala la doctrina más autorizada, una norma de aplicación abs-
tracta y con alcance general ya es lo suficientemente flexible para 
dar cabida a la situación específica de discapacidad de uno de los 
contratantes entre las múltiples manifestaciones de vulnerabilidad 
que se describen 145.

IV. A MODO DE CONCLUSIÓN

El nuevo escenario dibujado por la LRAPD en materia de anu-
labilidad de los contratos celebrados por personas con discapaci-
dad plantea dudas con relación a la interpretación que debe darse al 

144 Además, las presunciones podrían ser rebatidas. Así, si se demuestra que el con-
tratante con discapacidad habría celebrado el negocio de forma libre, exacta y consciente. 
También rebatiría la presunción si el contratante beneficiado probara que el negocio jurídi-
co fue celebrado después de que una persona independiente y cualificada explicara al con-
tratante la naturaleza y las consecuencias jurídicas del mismo (por ejemplo, un notario).

145 García Rubio, 2022 b, p. 352 y Rubio Gimeno, 2020, pp. 180-182.
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numeral tercero del artículo 1302 CC. La regulación, tal y como 
está planteada, hace pensar que, en última instancia, el alcance 
final de dicho artículo vendrá determinado por la resolución judi-
cial a la demanda de anulación que se plantee. Dicha norma, pues, 
debe leerse en vistas a una protección que deberá concretarse ad 
hoc, en función de si eran precisas las medidas de apoyo y de si el 
contratante beneficiado por el acuerdo, ante su ausencia, se hubiera 
aprovechado para obtener, así, una ventaja injusta.

La interpretación que hemos dado del artículo 1302.3 CC coin-
cide con la orientación marcada por el artículo 12 del CDPDNY, 
reconociendo la igualdad en la capacidad jurídica de todas las per-
sonas. Asimismo, dicha interpretación también se incardina en este 
nuevo modelo de justicia contractual que admite una intervención 
judicial en las relaciones privadas y que permite soslayar la injusti-
cia en cualquier relación asimétrica.

Bajo nuestro punto de vista, la reforma hubiera podido dar 
cabida a una regulación general de la ventaja injusta, alojada en 
una verdadera disposición general del derecho de los contratos que 
hubiera permitido al contratante con discapacidad acogerse a dicha 
norma, sin necesidad de establecer una norma ad hoc dispensada 
en atención a la discapacidad de uno de los contratantes, tal y como 
recoge el artículo 1302.3 CC. Ello hubiera sido más coherente con 
el enfoque dado por la LRAPD que opta por eliminar cualquier 
referencia del contratante con discapacidad del artículo 1263 CC y 
asume, así, la capacidad jurídica sin matices del contratante con 
discapacidad, equiparándola a la de los demás.

Aceptar una aplicación generalizada de la ventaja injusta hubie-
ra permitido dibujar un escenario tuitivo decididamente enfocado a 
la protección del contratante débil, sea o no este un contratante con 
discapacidad. Ante una tuición abstracta como la que plantea la 
ventaja injusta de alcance general, la norma del 1302.3 CC resulta-
ría redundante. Asimismo, en la generalización de la norma, o en el 
alcance limitado del artículo 1302.3 CC, debería plantearse la 
necesidad de dar cabida a las presunciones descritas en aras a faci-
litar la carga de la prueba al demandante y, en consecuencia, el 
éxito ante la impugnación del negocio o contrato celebrado sin las 
medidas de apoyo prevista (en el supuesto descrito por el CC).

Finalmente, la progresión de normas tales como la ventaja 
injusta, de alcance general, se incardinan en esta línea de protec-
ción abstracta del contratante débil. Dichas normas plantean un 
paradigma de protección situacional de la parte débil que permiten 
superar la adopción de categorías (como la de contratante con dis-
capacidad) y descender a la asimetría material que puede resultar 
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de cada relación contractual. Esta protección concretada por las 
circunstancias se anticipa en la lectura del artículo 1302.3 CC 
cuando procede a examinar el supuesto planteado utilizando la 
expresión «cuando fueran precisas».
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